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1 APERTURA DE LA SESIÓN

–
En la ciudad de Santa Fe, a los veintidós días del mes de marzo de 2001, siendo las 15 y 30, los señores diputados presentes en la Sala de Sesiones, ante la falta de quórum, solicitan a la Presidencia que continúe llamando hasta lograr el número reglamentario.

–
Siendo las 16 y 42, dice el:

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con quórum legal, declaro abierta la sesión.

Por Secretaría se pasará lista de los diputados presentes.

–
Así se hace.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Invito a los señores diputados Juan Domingo Demaría y Mario César Esquivel a izar la Bandera Nacional en el mástil del recinto.

–
Así se hace. (Aplausos)

2 VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra a consideración del Cuerpo la versión taquigráfica correspondiente a la sesión de fecha 15 de marzo del corriente año.

Si no se formulan observaciones se dará por aprobada.

–
Resulta aprobada.

3 ASUNTOS ENTRADOS

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará cuenta de la nómina de los Asuntos Entrados Nº 8.

–
Se lee:

3.1 Comunicaciones oficiales

Asunto nº 1.– La señora Directora General de Despacho del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio de la Provincia remite copia del Decreto 0330/01 (declara en situación de emergencia agropecuaria a las explotaciones afectadas por exceso de precipitaciones y anegamientos temporarios de distintos departamentos) (Nº 4353/01).

–
A la Comisión de Agricultura y Ganadería.

Asunto nº 2.– El señor Subsecretario de Asuntos Legislativos eleva respuesta a las siguientes minutas de comunicación :

Expte. Nº 7133 – P.J.: Reinicie estudios de factibilidad para pavimentar la calle Santiago del Estero, de la ciudad de Pérez. (Nº 4354/01).

Expte. Nº 7846 – P.J.: Realización de obras de conexión e instalación de gas natural en el Centro de Atención Familiar 6 “Magdalena V. de Alonso Criado” de Esperanza. (Nº 4355/01).

Expte. Nº 7858 – P.J.: Realización de obras de pavimentación en la Ruta Provincial 26–S, tramo Carcarañá–departamento General López, pasando por Lucio V. López, hasta Andino, ambas del departamento Iriondo. (Nº 4356/01).

Expte. Nº 7865 – P.J.: Informe sobre aspectos relacionados con las obras de dragado y balizamiento de la Hidrovía Paraguay–Paraná. (N​º 4357/01).

Expte. Nº 7975 – U.C.R.: Incorporación en el Presupuesto 2001 de la partida correspondiente para realizar la pavimentación de la Ruta Provincial 22–S, tramo General Gelly–Cañada Rica. (Nº 4358/01).

Expte. Nº 8151 – B.R.A.: Informe sobre aspectos vinculados a la comercialización de granos. (Nº 4359/01).

Expte. Nº 8084 – B.R.A.: Informe sobre aspectos relacionados con la provisión de energía eléctrica a escuelas por el sistema fotovoltaico. (Nº 4360/01).

–
A sus Antecedentes.

Asunto nº 3.– El señor secretario administrativo del H. Concejo Municipal de Villa Constitución remite copia de la Resolución Nº 99/01 referida a la adhesión (Ley para la igualdad real de oportunidades y de trato de las personas con discapacidad). (Nº 4362/01).

–
A sus Antecedentes.
3.2 Dictámenes de comisión

Asunto nº 4.– Dictamen de la Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social en el proyecto de declaración del señor diputado Giorgetti por el que declara su beneplácito ante el reconocimiento realizado por la Comisión Parlamentaria Conjunta que ha decidido la aceptación del Parlamento Cultural del Mercosur (PARCUM), como integrante de la misma. (Expte. Nº 8082– P.J.).

–
Al Orden del Día.

Asunto nº 5.– Dictamen de la Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social en el proyecto de declaración del señor diputado Grbavac por el que declara su adhesión al “II Encuentro de Poetas del Sur de Santa Fe”, a realizarse en la localidad de Santa Isabel, departamento General López. (Expte. Nº 8259 – P.J.).

–
Al Orden del Día.

Asunto nº 6.– Dictamen de la Comisión de Industria y Comercio en el proyecto de comunicación de los señores diputados Giorgetti, Grbavac y Demaría por el que se solicita gestione ante el Banco de la Nación Argentina, un préstamo destinado a la reactivación de las actividades de la Firma Massey Fergusson, sita en Granadero Baigorria. (Expte. Nº 8221 – P.J.).

–
Al Orden del Día.

Asunto nº 7.– Dictamen de la Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social en el proyecto de comunicación de los señores diputados Schpeir, González, Ritter y Cavigiuri por el que se solicita otorgue un subsidio a la Asociación de Archiveros de Santa Fe. (Expte. Nº 7665 – D.B.).

–
Al Orden del Día.

Asunto nº 8.–Dictámenes de las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de la señora diputada Venesia por el que solicita adquiera u otorgue un subsidio para la obtención de un Broncofibroscopio, destinado al hospital del Centenario de Rosario. (Expte. Nº 8117 – P.J.).
–
Al Orden del Día.

Asunto nº 9.–.Dictámenes de las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación del señor diputado Grbavac por el que se solicita gestione ante organismos nacionales, la inclusión en el Presupuesto 2001, de las partidas estimadas para la continuación de las obras proyectadas en la Laguna “La Picasa”. (Expte. Nº 8038 – P.J.).

–
Al Orden del Día.

Asunto nº 10.– Dictámenes de las comisiones de Agricultura y Ganadería y de Industria y Comercio en el proyecto de comunicación del señor diputado Cecchi por el que se solicita informe si es cierto que en el presente año, el SENASA vacunó ganado bovino contra la Fiebre Aftosa en los departamentos General López y Caseros. (Expte. Nº 8202 – F.P.S.).

–
Al Orden del Día.

Asunto nº 11.– Dictámenes de las comisiones de Seguridad Social y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de la señora diputada Villalba por el que se solicita se dote de equipamiento informático necesario a la Caja de Pensiones – Ley 5110. (Expte. Nº 8165 – U.C.R.).

–
Al Orden del Día.

Asunto nº 12.– Dictamen de la Comisión de Agricultura y Ganadería en el proyecto de comunicación de los señores diputados Paganini y Ugalde por el que se solicita gestione ante el P.E.N., reconocimiento a los productores que se encuentran excluídos por contar con seguros de especial cobertura ante siniestros, de los beneficios establecidos por la Ley Nacional 22.913 – Emergencia Agropecuaria. (Expte. Nº 8251 – P.J.).

–
Al Orden del Día.

3.3 Proyecto del Poder Ejecutivo

3.3.1 Promoción de Tecnología Innovadora Sector Agropecuario

Asunto nº 13.– Proyecto de ley por el que se ratifica el Acta de Intención para la Promoción de Tecnología Innovadora para el Sector Agropecuario suscripta entre el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio de la Provincia y el Director de Nutripac S.A. (aprovechamiento de proteínas animales). (Mensaje Nº 2370 – Expte. Nº 8312 – P.E.).

–
A las Comisiones de Agricultura y Ganadería y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

3.4 Proyectos de los señores diputados

3.4.1 Adhesión a la Ley 23.753

Asunto nº 14.– Proyecto de ley de los señores diputados Ritter y Tate por el que la Provincia adhiere a la Ley 23.753 (Enfermedad Diabética). (Expte. Nº 8294 – B.R.A.).

–
A las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social, de Seguridad Social, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

3.4.2 Ley 10.703 (Código de Faltas de la Provincia)

Asunto nº 15.– Proyecto de ley de los señores diputados Di Pollina, Baudín y Cecchi por el que se incorpora el artículo 97 bis a la Ley 10.703 (Código de Faltas de la Provincia). (Expte. Nº 8310 – F.P.S.).

–
A la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

3.4.3 Modificación Ley 3456 (Código Fiscal)

Asunto nº 16.– Proyecto de ley de los señores diputados Cecchi, Zogbi, Di Pollina, Baudín, Alvarez, J., Paganini, Basaldella, Tate y Bullrich por el que se modifica el artículo 99 y agregando el artículo 99 bis a la Ley 3456 y sus modificatorias (Código Fiscal). (Expte. Nº 8311 – D.B.).

–
A las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

3.4.4 Primeras Jornadas de Historia de Santa Fe

Asunto nº 17.– Proyecto de declaración del señor diputado Galaretto por el que se declara de interés provincial las “Primeras Jornadas de Historia de la Provincia de Santa Fe”, a desarrollarse en la ciudad de San Lorenzo, departamento homónimo. (Expte. Nº 8291 – U.C.R.).

–
A las comisiones de Cultura y Medios de Comunicación Social y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

3.4.5 Adhesión al Día Mundial de la Salud

Asunto nº 18.– Proyecto de declaración de los señores diputados Reutemann, Broda, Galaretto, Villalba, Sellarés, Mazziotta y Demaría por el que declaran su adhesión al Día Mundial de la Salud que se conmemora el 7 de abril. (Expte. Nº 8313 – D.B.).

–
A la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social.

3.4.6 Preocupación por industria frigorífica santafesina

Asunto nº 19.– Proyecto de declaración del señor diputado Giorgetti por el que declara su preocupación por la situación que atraviesa la industria frigorífica, de la que han sido cesanteados aproximadamente 1.700 trabajadores. (Expte. Nº 8314 – P.J.).

–
A las comisiones de Industria y Comercio y de Agricultura y Ganadería.

3.4.7 Señalización Rutas Provinciales Nros. 80 y 10

Asunto nº 20.– Proyecto de comunicación del señor diputado Alvarez, R. por el que solicita se proceda a efectuar la señalización horizontal de las Rutas Provinciales Nº 80 tramo Gálvez–Arocena y Nº 10 tramo López–Gálvez. (Expte. Nº 8289 – P.J.).

–
A las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda.

3.4.8 Cargos para Escuela Primaria Nº 612 “Manuel Gaete”

Asunto nº 21.– Proyecto de comunicación del señor diputado Alvarez, R. por el que solicita se disponga la creación de dos cargos de portero para la Escuela Primaria 612 “Manuel Gaete” – Región IV – de Coronda, departamento San Jerónimo. (Expte. Nº 8290 – P.J.).

–
A las comisiones de Educación y de Presupuesto y Hacienda.

3.4.9 Reparación autopista Pedro Eugenio Aramburu

Asunto nº 22.– Proyecto de comunicación de la señora diputada Meotto por el que se solicita a Vialidad Nacional proceda a reparar y mantener la calzada de la Autopista “Pedro Eugenio Aramburu”, desde el km. 278 hasta el ingreso a Rosario, km. 288. (Expte. Nº 8292 – P.J.).

–
A las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda.

3.4.10 Renegociación contractual con Aguas Provinciales

Asunto nº 23.– Proyecto de comunicación del señor diputado Ritter por el que se solicita por intermedio de Fiscalía de Estado, se remita copia del o los dictámenes producidos por ésta, en particular el Nº 558/2000, citado en el decreto Nº 1691/00 (renegociación contractual con Aguas Provinciales de Santa Fe S.A.). (Expte. Nº 8293 – B.R.A.).

–
A las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

3.4.11 Cargos en Escuela Nº 44 Pbro. Dr. Vicente Montes Carballo

Asunto nº 24.– Proyecto de comunicación del señor diputado Cardelli por el que se solicita se proceda a crear un cargo de maestra de nivel inicial en la Escuela 44 “Pbro. Dr. Vicente Montes Carballo” de Villa Constitución, departamento Constitución. (Expte. Nº 8309 – U.C.R.).

–
A las comisiones de Educación y de Presupuesto y Hacienda. 

3.5 Asuntos entrados fuera de lista

3.5.1 25 Años del Golpe Militar

3.5.2 Retiro voluntario de agentes

SR. SECRETARIO (Lago).– Obran en esta Secretaría los siguientes proyectos de declaración: uno, referido a la conmemoración del 25º aniversario del golpe de Estado y el otro ratificando los retiros voluntarios otorgados mediante la Ley 11.787 y modificatorias.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo, se les dará entrada, con reserva en Secretaría.

· Asentimiento.

3.5.3 Venta Isla Hidráulica Flotante

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.

Solicito se dé entrada al proyecto de comunicación por el cual se solicitan informes sobre una investigación realizada a consecuencia de la venta de la isla flotante que fuera propiedad del Ente Interprovincial vinculado con el Túnel Subfluvial Sylvestre Begnis – Uranga.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo, así se hará, con giro a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

· Asentimiento.

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.

Solicito que este proyecto sea tratado con carácter preferencial, con dictamen de comisión, en la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Favario.

· Resulta afirmativa.
3.5.4 Reapertura mercado de la carne

3.5.5 Irregularidades en el padrón de ciudadanos españoles

SR. GIORGETTI.– Pido la palabra.

Solicito se dé entrada a dos proyectos de comunicación. El primero referido a la dificultad que está atravesando nuestra industria frigorífica requiriendo, a través del Ministerio de Agricultura y Ganadería, a nuestra Cancillería que haga rápidamente los contactos necesarios en el exterior, fundamentalmente en Estados Unidos, Unión Europea, Israel, Rusia y Chile, para poder colocar carne que ya está preparada en contenedores y en puertos, cuya facturación asciende a más de 50 millones de dólares. Son frigoríficos de nuestra Provincia que se encuentran en dificultades económicas muy serias y en muchos casos con personal despedido.

El segundo de los proyectos está dirigido al Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto y tiene que ver con un artículo aparecido en la sección Internacionales del diario Clarín, que dice: “Escándalo político que afecta al Partido Popular de Aznar. Fraude con documentos de argentinos en España. Fue en las Islas Baleares. El delito se produjo en las elecciones del ’99 y se fraguaron hasta 1.300 votos con documentos de personas con ciudadanía española residentes en Santa Fe.

Concretamente estoy pidiendo, entre otras cosas, detalles de los residentes españoles en la ciudad de Rosario que integran el padrón de extranjeros.

De acuerdo con las comisiones a las que sea remitido, voy a solicitar, tal vez la semana próxima su tratamiento sobre tablas, dado lo delicado de esta denuncia, porque también el artículo periodístico decía que ha sido llamado el Embajador y Cónsul General en España y que a la vez se ha trasladado el oficio de la investigación a la ciudad de Rosario.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo, se les dará entrada.

–
Asentimiento.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El primer proyecto de comunicación ingresado es girado a la Comisión de Industria y Comercio y el referido a las denuncias contra argentinos en España, a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

3.5.6 Identificación de productos santafesinos

SR. ESQUIVEL.– Pido la palabra.

Pido disculpas, señor presidente, por no haber advertido que había terminado el tratamiento de Asuntos Entrados y solicito se ingrese un proyecto de ley cuyo artículo 1º , para ilustrar el tema, dice: “Autorízase la identificación de productos santafesinos de calidad certificada para aquellas manufacturas elaboradas en territorio provincial conforme proceso y pautas de calidad autorizados y homologados, en la medida en que se reúnan los requisitos establecidos en esta ley y su reglamentación.”

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo se dará entrada al proyecto de ley, con giro a la Comisión de Industria y Comercio.

–
Asentimiento.

4 PETICIONES Y MANIFESTACIONES DE LOS SEÑORES DIPUTADOS

4.1 Adjudicación de viviendas Fonavi

SR. ZOGBI.– Pido la palabra.

Solicito que el proyecto, identificado como expte. 8275, que refiere a sorteos y adjudicación de viviendas FONAVI, sea tratado con carácter preferencial, con dictamen de comisión, dentro de dos sesiones.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Zogbi.

–
Resulta afirmativa

4.2 Día contra la discriminación racial y el Apartheid

SRA. BRODA.– Pido la palabra.

Quiero hacer una manifestación. En el día de ayer, 21 de marzo, se conmemoró un aniversario más del día Contra la Discriminación Racial y el Apartheid, en conmemoración o mejor dicho, recordando la masacre de Soueto.

Es conveniente que aprovechemos la ocasión para reflexionar, no solamente acerca del racismo, sino sobre distintas prácticas de intolerancia que vemos día a día dentro de nuestra sociedad 

No son hechos aislados que aparecen porque sí, sino una sucesión de pequeños hechos que se van encadenando y que poco a poco van llevando a considerar lo distinto, lo diferente, como una amenaza para lo normal. Es así como nuestros semejantes dejan de ser semejantes y pasan a ser “los otros”. En los casos más leves de discriminación, se tolera al diferente pero no se lo acepta. En esos casos la discriminación pasa por lo verbal, por la agresión a través de los chistes, de la ridiculización, los apodos injuriosos como sudaca, bolita, chilote, paragua, peluca, gordo, negro, marica. Desde chicos nuestros hijos se acostumbran a escuchar estos términos, a utilizarlos o ver cómo se utilizan con un fin despectivo. Es fácil después justificar en base a lugares comunes, o sea, los inmigrantes nos quitan el trabajo, los que eligieron una sexualidad diferente amenazan la moral y las buenas costumbres; los que no cumplen con los requisitos estéticos de la mayoría, afean el conjunto y por lo tanto no pueden concurrir a los lugares a los que va la gente como uno.

La obsesión por la delgadez llevó a nuestros jóvenes a la bulimia y la anorexia, enfermedades que son fomentadas por una industria textil que fabrica cada vez talles más chicos a pesar de la legislación en contra que ya existe. “Para vos no hay” es la frase lapidaria que determina la exclusión de lo “fashion”, modelo decretado para nuestros adolescentes. Casi sin querer, esto nos va llevando a una etapa más grave donde se puede llegar a la violencia física, como hemos visto en casos de discriminación racial en Europa, porque en esto no hay primer o tercer mundo; la xenofobia, la discriminación existen en todas las sociedades y pueden terminar con los derechos y garantías constitucionales, con lo que se trata de obligar a los discriminados a autoexcluirse o confinarse en un ghetto. 

Revertir esto es un proceso muy largo que debe involucrarnos a todos, es necesario trabajar desde la educación, organismos específicos, las ONG y sobre todo en el seno de cada familia, para tomar conciencia y cortar de raíz cualquier intento de discriminación.

A través del debate debemos contribuir a la concientización y a la lucha por la igualdad de oportunidades sin distinción de razas, religión, aspecto físico o elección sexual. En nombre de las minorías, ojalá lo logremos.

5 TRATAMIENTOS SOBRE TABLAS

5.1 Situación industria frigorífica

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado el proyecto de declaración referido a la situación por la que atraviesa la industria frigorífica santafesina que ha motivado la cesantía de trabajadores.

Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:

 EÍ "dSituación industria frigorífica"  

PROYECTO DE DECLARACIóN


La Cámara de Diputados de la Provincia declara su preocupación ante la especial situación por la que viene atravesando la industria frigorífica santafesina, que ha motivado la suspensión y en algunos casos cesantías de aproximadamente mil setecientos (1700) trabajadores de la industria de la carne en nuestra provincia. Asimismo se insta a las autoridades del Poder Ejecutivo que corresponda para que rápidamente intercedan ante sus pares nacionales, a fin de contribuir a destrabar la errática política desarrollada por terceros países compradores de nuestros productos cárnicos, que afectan directamente a nuestra producción al disponer los cierres de nuestras exportaciones; a la vez gestionar también ante los mismos la flexibilización del régimen de subsidio por desempleo administrado por la ANSeS. y/o planes de empleos transitorios.

fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


Elevo a consideración de este Cuerpo el siguiente proyecto haciéndome eco de la delicada situación por la que atraviesa nuestra industria frigorífica, la que se ve reflejada en la disminución o pérdida de numerosas fuentes de trabajo.


En forma progresiva, los principales frigoríficos santafesinos han comenzado a mermar su producción ante la falta de mercados externos, con las consecuentes perdidas económicas que esto significa para sus alicaídas arcas. Lo preocupante de esta situación, entre otras cosas, se refiere a la disminución de fuentes de trabajo, alcanzando, según estimaciones de las autoridades provinciales pertinentes, hasta la fecha aproximadamente mil setecientos obreros de la industria frigorífica que se encuentran suspendidos, licenciados, con garantía horaria y en algunos pocos casos cesanteados.


En este delicado esquema se encuentran las plantas frigoríficas FRIAR SA. de Reconquista, Quickfood de San Jorge, Rafaela Alimentos de Rafaela y Argentine Breeders And Packers de Hughes entre otras firmas exportadoras del rubro, las cuáles han comenzado a adelantar las vacaciones a sus empleados o han cortado los pocos contratos laborales que existían. Es por ello que estimo fundamental que se arbitren, por parte de las autoridades correspondientes, todos los elementos y estrategias que tiendan a dar solución a este grave problema, que trae aparejado zozobra e incertidumbre a numerosos hogares de nuestra provincia.


La aparición de fiebre aftosa y sus consecuencias han producido que se desmoronen los mercados externos, lo que puede derivar en pérdidas patrimoniales irrecuperables y hasta en una caída del negocio según han pronosticado autoridades representativas del sector; todo lo cuál desemboca en una reducción de las fuentes laborales con el perjuicio que ello ocasiona para los obreros.


Al mismo tiempo sería prudente que se inste a las autoridades nacionales para que arbitren medidas tendientes a contrarrestar las políticas erráticas de nuestros compradores, ya que en este caso concreto la denominada cuota Hilton no tendría que sufrir alteración alguna, pues se trata de cortes especiales (sin hueso), que podrían exportarse sin ningún inconveniente ya que los mismos no son afectados por el virus de la aftosa.


Por los motivos expuestos precedentemente, solicito a mis pares aprueben el presente proyecto de comunicación.

Jorge Giorgetti

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración el proyecto.

SR. GIORGETTI.– Pido la palabra.

Este proyecto tiene que ver concretamente con dar un alerta ante esta economía regional que hoy se ve afectada por lo que considero que son políticas nacionales erráticas, mezcladas también –por qué no decirlo– con mucha mala suerte. Lo cierto es que, en definitiva, tenemos el 70 por ciento de la industria de la Provincia en condiciones inoperantes o, lo que es más grave aún, les va a resultar muy difícil llevar adelante sus concursos civiles a los que han tenido que llegar por esta crisis. 

Creo que una vez más va a ser necesario replantear la política, no solamente a nivel nacional sino también a nivel provincial. Va a ser importante que hablemos de una reconversión y, en este marco, ayudar a lo que queda de la industria instalada a que rápidamente consigamos que se pasen a la producción de carne cocida y lo que es más importante, puedan llegar –y hay gran demanda internacional– a producir carne en cubitos congelados en forma individual a través de un sistema que se llama IQF. 

Si no trabajamos fuertemente en esto, tanto FRIAR de Reconquista, como Quick Food de San Jorge, como Rafaela Alimentos en la ciudad de Rafaela, y también en Casilda el Frigorífico Hughes, todas firmas exportadoras, pueden llegar no solamente a licenciar los 1.700 operarios que han licenciado sino que avizoro un futuro muy complicado.

Ya en una oportunidad les conté un secreto y hoy les voy a contar otro. Me parece que lo que producimos como proyectos de comunicación y de ley, algunos ministros no los leen, no están enterados. Me parece que tenemos que recrear los mecanismos para que los señores ministros se enteren de las preocupaciones de los legisladores que queremos dar una visión de lo que pasa en los distintos niveles de la industria o quehaceres de la Provincia y sería bueno que usted, señor presidente, arbitre los medios para que ello se concrete.

Es por eso que solicito, concretamente, que todos los proyectos de comunicación que tengan que ver con distintos ministerios se los pase, aunque no tengan tratamiento, como inquietud para que estén informados sobre los problemas que nosotros planteamos dentro de este recinto.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Así se hará, señor diputado. Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el proyecto con las correcciones efectuadas en la Comisión de Labor Parlamentaria.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Le vamos a contar algunos secretos de la Comisión de Labor Parlamentaria a usted, señor diputado Giorgetti.

SR. GIORGETTI.– Lo voy a mandar a Fregona…

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Para que aprenda a redactar.

5.2 Retiro voluntario de agentes

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado el proyecto de resolución relacionado con retiro voluntario de los agentes de esta Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto por la Ley 11.787 y su modificatoria, 11.821, Capítulo I.

Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:

 EÍ "rRetiro voluntario de agentes"  

la Cámara de diputados de la provincia

resuelve

1.– Aprobar todo lo actuado por la Presidencia de esta Cámara de Diputados en cumplimiento de lo dispuesto por las Leyes Nº 11.787 y su modificatoria 11.821, Capítulo I –Retiro Voluntario–; en virtud del cual se otorgó dicho beneficio a los agentes de la planta permanente de personal que se consignan en el Anexo I que forma parte de la presente.

2.– Regístrese, comuníquese y archívese.

ANEXO I

Nº Expte.
Apellido y nombre
Nº dec. renuncia
Nº dec. cese
Categoría

539/00
ACOSTA, Benjamín Ricardo
117/00
130/00
20

553/00
ALBARENQUE, Miguel E.
140/00
143/00
19

525/00
ASAS GUERINO, Pablo Mario
107/00
120/00
16

596/00
AVEILLE, Adolfo Rubén
153/00
158/00
17

564/00
BANGERTE, María del Carmen
108/00
121/00
15

594/00
BATIE, Eduardo Aníbal
151/00
156/00
15

544/00
BERTAINA, Carlos Manuel
106/00
119/00
21

541/00
BONATTI, Julio César
62/00
83/00
19

523/00
CAMPOLI, Susana Filomena
67/00
88/00
20

537/00
CARRIVALE, Mirta Rosa
63/00
84/00
16

602/00
CHANO, Juan Carlos
154/00
159/00
23

593/00
CHIPARIVOLA, Rosa del Valle
138/00
141/00
20

555/00
CLAUCICH, Norberto Rolando
70/00
91/00
21

556/00
CLAUCICH, Sergio Gustavo
72/00
93/00
19

529/00
CORDOBA, Oscar Alberto
59/00
80/00
23

548/00
DELLA ROSA, Juan Carlos
75/00
96/00
15

530/00
DUFLOS, Felisa Raquel
58/00
79/00
15

535/00
FENOGLIO, Norberto Antonio
66/00
87/00
17

564/00B
FERNANDEZ, Lázaro Alberto
56/00
77/00
17

558/00
FUSSE, José Carlos
71/00
92/00
18

578/00
GALLUCCI, Pablo Rubén
111/00
124/00
24

583/00
GARCÍA, Aníbal René
116/00
129/00
21

571/00
GUEVARA, Mario Raúl
115/00
128/00
16

559/00
KRUNTTSEN, Roberto Néstor
152/00
157/00
21

538/00
LUNA, Laura Gabriela
64/00
85/00
17

588/00
MANAKER, Héctor Jorge
109/00
122/00
23

565/00
MENDIARA, José Luis
74/00
95/00
22

587/00
MOLINA, Enzo Ramón
112/00
125/00
22

560/00
MOLINA, María del Carmen
60/00
81/00
17

592/00
MORALES, Angela Ester
139/00
142/00
15

563/00
ORMAECHEA, Julio César
73/00
94/00
18

557/00
PASSI, Graciela Raquel
69/00
90/00
21

562/00
QUIROGA, Alberto Daniel
114/00
127/00
19

545/00
RAMOS, Héctor Luis
65/00
86/00
21

528/00
RASCON, Jorgelina Patricia
57/00
78/00
18

540/00
ROMAN, Alfredo Ceferino
61/00
82/00
19

568/00
SARIEGO, Adrián Fabio
118/00
131/00
15

604/00
SOCCA, Eduardo Luis
155/00
160/00
20

586/00
VARELA, Pablo Alberto
113/00
126/00
22

554/00
VICENTE, Nora Hilda
68/00
89/00
21

572/00
VILLAMEA, Oscar Reynaldo
110/00
123/00
20

542/00
YODICE, Gladis
55/00
76/00
21

Esquivel – Hammerly – Galaretto – Favario – Di Pollina – D’Ambrosio

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el proyecto de resolución.

–
Resulta aprobado.

5.3 25 años del golpe militar

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado el proyecto de declaración por el cual, a 25 años del golpe militar acaecido el 24 de marzo de 1976, esta Cámara manifiesta su repudio a los acontecimientos a los que se vio sometido nuestro pueblo.

Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:

 EÍ "d25 años del golpe militar"  

la Cámara de diputados de la provincia

declara

“A 25 años del golpe militar, acaecido el 24 de marzo de 1976, su repudio a los acontecimientos que hicieron que nuestro pueblo viviera uno de los momentos más dolorosos y nefastos de su historia.

Quienes creemos que la política dentro de un país democrático, es la única herramienta para vivir en libertad, defender los derechos humanos, dignificar a la persona y realizarla en una comunidad con justicia social; bregamos para que en el futuro en nuestra República Argentina no exista espacio ni oportunidad, para todo aquello que atente contra el sistema democrático, la voluntad de los pueblos y la dignidad humana”.

Di Pollina – Esquivel – Favario – Galaretto – D’Ambrosio – Hammerly

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

6 TRATAMIENTO PREFERENCIAL DE PROYECTOS

6.1 Actuación profesionales contratados Decreto 2353/97

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– De acuerdo con lo resuelto oportunamente, corresponde considerar en forma preferencial el proyecto de comunicación –expediente 8243– por el cual se solicitan informes respecto de la actuación de los profesionales contratados en cumplimiento del Decreto 2353/97, el que no cuenta con dictamen de comisión.

SR. CECCHI.– Pido la palabra.

De acuerdo con lo convenido en la Comisión de Labor Parlamentaria solicito la renovación de la preferencia, para dentro de dos sesiones. 

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Cecchi.

–
Resulta afirmativa.

6.2 Normas reglamentarias del Consejo de la Magistratura

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el proyecto de comunicación –expediente 8301– por el cual se solicita se proceda a determinar las normas reglamentarias del Consejo de la Magistratura.

Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8301 – BRA), autoría del diputado D’Ambrosio por el cual se solicita se proceda a determinar las normas reglamentarias internas del Consejo de la Magistratura. Y atento a los estudios realizados y las razones que dará su miembro informante, esta comisión ha resuelto introducirle modificaciones al texto propuesto, por lo que os aconseja que le prestéis vuestra aprobación al siguiente:

 EÍ "cNormas reglamentarias del Consejo de la Magistratura" 
proyecto de comunicación

“La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que, por medio de la Presidencia del Consejo de la Magistratura, se disponga lo pertinente a los fines de que sus integrantes analicen qué normas reglamentarias internas sería conveniente implementar para desarrollar mejor la evaluación y selección de los aspirantes a magistrados judiciales.”
Sala de Comisión, 22 de marzo de 2001.

Reutemann – Meotto – Esquivel – Dalla Fontana – Migno – Barrera – Becker – Strada – D’Ambrosio – Di Pollina

proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo arbitre las medidas necesarias para determinar las normas reglamentarias internas del Consejo de la Magistratura, determinando reglas claras, conocidas y objetivas para valorar los méritos de los postulantes al ingreso como Magistrados del Poder Judicial.

FUNDAMENTOS DE LOS AUTORES DEL PROYECTO

Señor Presidente:


Las expresiones públicas del Señor Presidente del Colegio de Abogados de Rosario respecto del Consejo de la Magistratura son suficientemente gráficas de la preocupación de quienes integran este cuerpo asesor del Poder Ejecutivo.


Decía la crónica del diario La Capital de Rosario del 14 de marzo de 2001: “El Colegio de Abogados de Rosario se abstendrá de ahora en más de votar en el Consejo de la Magistratura cuando se elijan candidatos para cubrir vacantes en el Poder Judicial”, para sostener luego “La decisión se mantendrá hasta tanto el gobierno provincial reglamente el funcionamiento del organismo encargado de recomendar al Ejecutivo los nombres de magistrados y funcionarios judiciales”.


Más adelante el medio citado expresaba que el Colegio de Abogados de Rosario viene de suscribir una declaración de los cinco Colegios de Abogados de la Provincia, donde se sostiene, según la publicación:


“…el silencio de las autoridades provinciales ante los reiterados, constantes y persistentes pedidos de los abogados para que se reglamente el Consejo reviste gravedad institucional”.


“Las cinco entidades consideran que la reglamentación es imprescindible para que existan reglas claras, conocidas y objetivas que permitan la igualdad de oportunidades para los aspirantes al Poder Judicial”


“La ausencia de estas reglas afecta la credibilidad del proceso de selección y nombramiento de magistrados y resiente la confiabilidad de la sociedad ante la administración de justicia”.


Todo lo expuesto es grave y preocupante, se habla de pedidos reiterados, constantes y persistentes y de la gravedad institucional que implica la falta de acción del Poder Ejecutivo en la materia.


Se plantea la necesidad de que existan reglas claras conocidas y objetivas que permitan la igualdad de oportunidades, lo que induce a creer que estos principios y criterios no están garantizados por el actual accionar del cuerpo asesor.


Durante largos períodos el ejercicio unívoco de la facultad de proponer jueces y magistrados ejercido por el Poder Ejecutivo en el marco de sus facultades constitucionales generó preocupación en la sociedad ante temores de la existencia de parcialidad y discrecionalidad en las nominaciones.


La creación del Consejo de la Magistratura, como órgano asesor del Poder Ejecutivo, vino a cubrir y salvar las circunstancias que lesionaban la credibilidad en la nominación de magistrados y funcionarios del Poder Judicial.


Hoy, lamentablemente, son los Colegios de Abogados integrantes del Consejo de la Magistratura, los que reclaman reglas claras, conocidas y objetivas, y la reglamentación del funcionamiento del organismo, lo que nuevamente trae la sombra de la discrecionalidad.


La escasa credibilidad de la población en las instituciones y particularmente en los órganos de gobierno, hace imprescindible que las carencias detectadas y advertidas persistentemente, según sostienen los abogados, sean salvadas con urgencia, y le compete al Poder Ejecutivo hacerlo.


En este entendimiento es que solicitamos a los señores diputados la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Tate – Ritter – D’Ambrosio

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

SR. D’AMBROSIO.– Pido la palabra.

Gracias, señor presidente. Vamos a acompañar –como lo hemos hecho con nuestra firma– la transformación que sufrió nuestro proyecto en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General que, en definitiva, no es más que respaldar el reclamo de los cinco Colegios de Abogados de la Provincia de Santa Fe que, como se viene haciendo desde hace bastante tiempo, requieren la determinación de reglas claras, conocidas y objetivas para valorar los méritos de los postulantes al ingreso como magistrado del Poder Judicial. 

Entiendo, señor presidente, que el texto que se ha logrado implica el reconocimiento de que desde el Poder Ejecutivo algo se estaba haciendo con respecto a una consulta que se había formulado en relación con esta inquietud, por lo tanto, era conveniente atenuar el reclamo que en última instancia contenía nuestro proyecto.

De todas maneras, señor presidente, creo que el sentido de la declaración que hoy va a aprobar la Cámara no puede ser otro que el mismo que contenía el proyecto originario en cuanto a la necesidad de determinar, de la forma más urgente posible, reglas claras, conocidas y objetivas para valorar los méritos de los postulantes a magistrado del Poder Judicial.

No pensaba intervenir en este tema, pero quiero resaltarlo en este momento porque los últimos anuncios sobre los próximos pliegos a considerar por la Legislatura nos exigen con extrema urgencia que continuemos con reglas claras, conocidas y objetivas para valorar los méritos de los postulantes. En caso contrario y de acuerdo con algunos nombres que están apareciendo, tendremos que pensar que la vieja arbitrariedad ha sido cambiada por otra nueva.

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.

Señor presidente, el bloque Demócrata Progresista va a adherir a la iniciativa del señor diputado D’Ambrosio y de los integrantes de su bloque, en tanto esto importa ratificar una postura que, desde 1988 para acá, hemos venido sosteniendo como una necesidad impostergable, no obstante el transcurso del tiempo.

Considero que no es el momento de promover el debate del tema que se está solicitando cual es la reglamentación del funcionamiento del Consejo de la Magistratura. Pero es realmente lamentable para nosotros que por estas horas y ante hechos que son de público conocimiento y que acaban de ser manifestados aquí, desde los más altos niveles del gobierno se hagan manifestaciones afirmando que el funcionamiento del Consejo de la Magistratura parecería que no requiere de una reglamentación para mejores fines.

De cualquier manera, señor presidente, en su oportunidad hicimos los cuestionamientos necesarios sobre las conclusiones a las que arribó el Consejo de la Magistratura. Pero hoy, no podemos menos que adherir a la propuesta formulada en el convencimiento de que, de dictarse la reglamentación, ello va a contribuir, indudablemente, a una mayor credibilidad en el mecanismo de designación de los jueces y, por ende, en el funcionamiento institucional de la Justicia santafesina.

SR. ESQUIVEL.– Pido la palabra.

Señor presidente, en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General hemos analizado el proyecto del señor diputado D’Ambrosio al que le hemos dado curso favorable. En esa oportunidad no solamente hemos emitido el dictamen del proyecto de comunicación sino que hemos dicho, como en tantas otras veces, que bienvenidas sean todas las normas que sirvan para transparentar el funcionamiento del Consejo de la Magistratura. También hemos dicho que a partir del 10 de diciembre de 1991 las reglas de juego han cambiado en la Provincia. Y con eso se cambió, se optimizó y mejoró el funcionamiento del Consejo de la Magistratura.

Creo que a todos nos consta que los pliegos que hemos tenido en consideración, no sólo del Poder Judicial sino también de otros organismos, han tenido el curso del Consejo de la Magistratura y también hemos optimizado, una vez recibidos los pliegos en la Legislatura, a partir del año pasado, la intervención de la Comisión de Acuerdos que es la que recibe las propuestas del Poder Ejecutivo.

Todos saben que mediante mecanismos de publicidad y entrevistas personales –en el caso del Poder Judicial– hemos buscado incesantemente ese objetivo que es transparentarlo. Así que no hacemos nada más que agregar transparencia a lo que entendemos que es transparente y que creemos que desde 1991 hasta la fecha hemos sido prolijos y hemos tratado de avanzar en un tema como es la administración del Poder Judicial y en los organismos que hacía referencia, que nos preocupa a todos.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se más hace uso de la palabra, se va a votar.

· Resulta aprobado.

6.3 Autorización al P.E. a contraer empréstitos

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto –identificado como expediente 8269– por el cual se autoriza al Poder Ejecutivo a contraer empréstitos en los términos de la Ley Nacional Nº 24855 (Fondo Fiduciario) solo cuenta con el dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda.

SR. PAGANINI.– Pido la palabra.

Solicito que se considere el apartamiento del Reglamento para tratar este asunto sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Paganini.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda.

· Se lee:

Señores diputados: 

Vuestra comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley – Expte. 8269 PER – Mensaje 2356– por el que se autoriza al Poder Ejecutivo a utilizar como alternativa de financiamiento de obras públicas los fondos correspondientes a la Provincia, derivados de la aplicación de la Ley Nacional Nº 24.855, de Desarrollo Regional y Generación de Empleo; y por las razones invocadas, aconseja le prestéis aprobación al texto de la sanción de la Cámara de Senadores, de fecha 8 de marzo de 2001.

 EÍ "lAutorización al PE a contraer empréstitos" 
la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de

ley

Artículo 1º– Autorízase al Poder Ejecutivo a contraer un empréstito por la suma de hasta pesos veintisiete millones ( $ 27.000.000), de acuerdo y en los términos de la Ley Nacional Nº 24.855 de Desarrollo Regional y Generación de Empleo, su Decreto Reglamentario Nº 924/97 y el Acta Compromiso firmada en la ciudad de Rosario entre el Fondo Fiduciario Federal de Infraestructura Regional y la Provincia de Santa Fe, que fuera inscripto en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales bajo el Nº 1364 en fecha 27 de febrero del año 2001, al Folio 184, Tomo III, que forma parte de la presente.

Artículo 2º– Facúltase al Poder Ejecutivo a afectar en garantía la Coparticipación Federal de Impuestos, hasta la cancelación definitiva de cada uno de los convenios de mutuo a suscribirse.

Artículo 3º– Autorízase al Poder Ejecutivo a determinar las obras que se ejecutarán con el empréstito contraído, que tendrán las características y destino establecidos por la Ley Nacional 24.855 de Desarrollo Regional y Generación de Empleo.

Artículo 4º– El saldo no invertido de los fondos de la Ley Nacional Nº 24.855 que le correspondan a la Provincia de Santa Fe, queda afectado a lo establecido en la Ley Nº 11.690 – Fondo Provincial para el Abastecimiento de Agua Potable –, el cual deberá ser integrado de acuerdo a las disposiciones del artículo cuarto de esta última normativa.

Artículo 5º– Modifícase el artículo 5º de la Ley Nº 11.578, el que quedará redactado de la siguiente manera: 

“Artículo 5º– Financiamiento. Autorízase al Poder Ejecutivo a contraer empréstito nacional o internacional de hasta $ 14. 000.000 (pesos catorce millones) o su equivalente en moneda extranjera, destinado a financiar el 70 % (setenta por ciento) de las erogaciones correspondientes a los certificados de obra. Este endeudamiento podrá ampliarse hasta un 20 % (veinte por ciento), si esta ampliación es motivada por estrictas razones de necesidad. El período de amortización será de un mínimo de 10 (diez) años y las tasas de interés deberán guardar relación con las vigentes con los organismos multilaterales de crédito internacional.”

Artículo 6º– Autorízase al Poder Ejecutivo a disponer las modificaciones presupuestarias correspondientes, a los fines de posibilitar la implementación de la presente ley.

Artículo 7º– Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de la Comisión, 22 de marzo de 2001.

Gutiérrez – Giardino – Venesia – Pochettino – Paganini – Giorgetti

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas .

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

SR. BULLRICH.– Pido la palabra.

Sobre la finalización del período legislativo 1999 –si mal no recuerdo– esta Cámara completó la sanción del Fondo Provincial para la construcción de los acueductos en la Provincia de Santa Fe. Entre estos fondos se contaba, casualmente, la obtención del crédito a través del Fondo Fiduciario y otros fondos que todavía –vigentes en la ley– no hemos podido saber si se cumplimentaron, a pesar de que en la media sanción que trae este proyecto se solicita su cumplimiento por parte del Poder Ejecutivo.

Desconocemos los montos que se fueron juntando o acumulando hasta la fecha para saber si realmente lo obtenido hasta la fecha, más la posibilidad de la obtención de este crédito de 37 millones del Fondo Fiduciario, no posibilitaría la realización o comienzo de alguna obra o parte de estos acueductos que son tan necesarios y tantas veces reclamados por los habitantes del oeste de la Provincia de Santa Fe. Si bien este dictamen contempla la obtención de un crédito de 27 millones solamente para la construcción de las cárceles y 10 millones quedan todavía pendientes para la construcción de los acueductos, nos hubiera gustado entrar a analizar –como decían recién– si a la luz de lo recaudado con los otros fondos acumulados en más de un año no se podría haber analizado otro tipo de financiamiento para las cárceles y dejar que esta realidad concreta, como son los acueductos del oeste de la Provincia, con los fondos que se habían creado a través de una iniciativa del senador Depetris pero que, en definitiva, se sancionó por el empuje de los Intendentes de las ciudades afectadas y de los presidentes comunales que durante numerosas sesiones concurrieron a esta Legislatura.

No desconozco la urgencia que tiene la Provincia de Santa Fe en la construcción de cárceles, sobre todo en ésta del sur provincial por la gran población penitenciaria que existe, pero quiero dejar sentado que no se puede vestir un santo y desvestir otro.

El tema de la salud de la población de todo el límite oeste debe ser mucho más preocupante que el tema delictual, porque ella está en juego por el agua que esa población está bebiendo, ya que tienen la posibilidad de contraer enfermedades cancerígenas que han sido comprobadas y que sirvieron de presión y base para poder sancionar con urgencia el caso de estos acueductos en la Provincia de Santa Fe.

Hubiera preferido que se hubiera postergado el tratamiento de este proyecto para la próxima sesión para verificar la posibilidad de otro financiamiento para facilitar esta cuestión y de no existirlo, dada la urgencia del caso para incorporar un artículo más en este dictamen, donde está contemplado, a título de ejemplo, que el producto de la venta de la Empresa Provincial de la Energía, puede servir como un compromiso ya tomado con la modificación de la ley pertinente para la optimización de estos emprendimientos.

No hemos podido conseguir que se prorrogue el tratamiento de este proyecto y no nos aventuramos a hacer una modificación en el recinto porque puede tener consecuencias perjudiciales, pero desde ya estamos adelantando que vamos a presentar la próxima semana –si no fue presentado ya por el senador Michlig en el Senado– un proyecto de ley tendiente a garantizarle a toda la población oeste de la Provincia, el tan ansiado reclamo que es la obtención de agua fresca y en condiciones de potabilidad mínima para todas las ciudades que limitan al oeste con la Provincia de Córdoba.

SRA. BRODA.– Pido la palabra.

Quiero agradecerle en nombre de los habitantes del centro–oeste de nuestra provincia a nuestro vocero, el señor diputado Bullrich, sobre todo por esa novedosa inclusión de acueducto con agua fresca. Hace bastante calor en enero y lo veo un poco difícil, pero puede ser…

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Es que incorpora una serpentina…

SRA. BRODA.– Eso es para el chopp.

Más allá de la acotación, realmente tiene razón el diputado cuando dice que los acueductos son un anhelo de vieja data. No comparto la obsesión del diputado por el cáncer. No es cáncer lo que nos trae el agua, hay, sí, arsénico. Tampoco todos tomamos esa agua, hay muchos pueblos que tienen plantas potabilizadoras propias, hay un sistema de agua que se paga, que es potable y no tengo los números en este momento para rebatir lo que dice el diputado Bullrich, cuando hace mención a que fue sólo una pequeña parte, pero creo que los acueductos estaban por arriba de los 200 millones, o mejor 300 millones como me acota el señor diputado Paganini, entonces, siempre se vio como una obra a largo plazo, el proyecto de Depetris apuntaba a una obra a largo plazo y yo creo que en este momento hacer pasar la prioridad de la cárcel en contra del acueducto o sea, una sí y otra no, es poner dos cosas de montos desproporcionados en la balanza como para que puedan ser equiparables.

De todos modos, en nombre de la región centro–oeste, agradezco al señor diputado Bullrich su preocupación por nuestra salud.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar en general el proyecto de ley según el dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueban los artículos 1º al 6º, siendo el 7º de forma.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consecuencia, pasa al Poder Ejecutivo.

6.4 Desarrollo y financiación para la construcción de viviendas

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de comunicación por el cual se solicita se incorpore a la Provincia de Santa Fe al Programa de Desarrollo y Financiación para la Construcción y Venta de Viviendas creado por la Subsecretaría de Vivienda de la Nación, no cuenta con dictamen de comisión.

SR. ÁLVAREZ, Jorge.– Pido la palabra.

Solicito se renueve el tratamiento preferencial de este proyecto, de acuerdo a lo conversado en reunión de Comisión de Labor Parlamentaria, para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– A votación la moción formulada por el señor diputado Alvarez Jorge.

· Resulta afirmativa.

6.5 Convenio con la empresa General Motors

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de comunicación por el cual se solicitan informes respecto a la suscripción de un convenio y/o acta compromiso con la empresa General Motors, radicada en Alvear, departamento Rosario, no cuenta con dictamen de comisión.

SR. BULLRICH.– Pido la palabra.

Señor presidente, solicito la renovación del tratamiento preferencial ya que el conflicto no está todavía solucionado, al menos hay versiones que recién el próximo jueves se expediría la empresa en relación a los reclamos del gremio y del acta o de la audiencia que se realice en la Secretaría de Trabajo.

Por lo tanto me parece procedente renovar esta preferencia para dentro de una semana y que a través de la Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión se vuelva a invitar al Secretario de Trabajo, doctor Ercoli, para que venga a informarnos según estaba programado en el día de ayer, reunión que no se pudo realizar. La idea es invitarlo para el próximo miércoles; de cualquier manera, tengo entendido que la invitación aún sigue en pie, pero me gustaría que se confirmara a través del presidente de la Comisión.

SR. POCHETTINO.– Pido la palabra.

Señor presidente: en efecto, esta semana, en el día de ayer, de no haber sido por algunos acontecimientos que hubo en el país, hubiésemos estado con el doctor Ercoli para conversar sobre el tema de General Motors. Informo que vendrá a esta Cámara la semana que viene. Así hemos de programarlo si aún no se ha enviado la invitación y, por supuesto están invitados todos los diputados, incluido el diputado Bullrich a quien le he hecho la invitación en forma personal.

También quiero informarles que tal cual fue expresado en el texto de la invitación, originalmente para el día de ayer, también le pedimos información sobre la situación laboral en los frigoríficos, que es el tema que le preocupa al diputado Giorgetti, por lo que vamos a tener también la oportunidad de hablar directamente con el Secretario de Estado de Trabajo sobre este problema que es el de la gente que está quedando en la calle por la situación de los frigoríficos exportadores de Santa Fe.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Bullrich.

–
Resulta afirmativa.

6.6 Incorporación de partidas del Poder Judicial en el presupuesto 2000

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el proyecto de ley, por el cual se aprueba la incorporación al presupuesto 2000 de partidas del Poder Judicial. 

Por Secretaría se dará lectura a los dictámenes de mayoría y minoría.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley –Expte. 8209 PE – Mensaje 2361 – por el que se ratifica el Decreto Nº 3898/00, modificatorio del Presupuesto año 2000 – Ley Nº 11.842 – y por las razones invocadas, aconseja le prestéis aprobación.
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Artículo 1º. – Apruébase el Decreto Nº 3898 dictado por el Poder Ejecutivo de la Provincia de Santa Fe en fecha 21 de diciembre de 2000, el que como Anexo forma parte integrante de esta ley.

Artículo 2º. – Comuníquese al Poder Ejecutivo.
DECRETO Nº 3898

SANTA FE, 21 de diciembre de 2000

VISTO:

El expediente Nº 20301–0000184–7 del Poder Judicial y agregados números 00304–0001943–0 y 00301–0044077–6 del Ministerio de Hacienda y Finanzas, por el cual el Poder Judicial solicita la incorporación al presupuesto vigente de los saldos no invertidos en ejercicios anteriores de recursos de cuentas especiales que administra ese Poder; y

CONSIDERANDO:

Que la Ley Nro. 11.696 en su artículo 1º declara en estado de emergencia la prestación de los servicios públicos, la ejecución de los contratos a cargo del sector público y la situación económico–financiera de la Administración Pública Provincial Centralizada y Descentralizada, entidades autárquicas, empresas del Estado, sociedades del Estado y sociedades con participación estatal, cualquiera sea su forma jurídica, estableciendo su segundo párrafo que dicha norma es aplicable al Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y a todos los organismos mencionados en este artículo, aún frente a cualquier disposición contenida en leyes o cualquier otra norma especial.

Que por el artículo 25º de la referida Ley de Emergencia se establece en el segundo párrafo que los saldos no invertidos en ejercicios anteriores provenientes de recursos provinciales de afectación específica, serán desafectados e incorporados al Tesoro Provincial;

Que por Decreto Nro. 1066/00 este Poder Ejecutivo reglamentó la norma contenida en el referido artículo 25º de la Ley de Emergencia disponiendo en su artículo 1º segundo párrafo la desafectación e incorporación al Tesoro Provincial de los saldos no invertidos en ejercicios anteriores, provenientes de recursos provinciales de afectación específica expresando en su último párrafo que la medida alcanza a todo el sector público provincial no financiero;

Que la Corte Suprema de Justicia ha resuelto en Acuerdo Ordinario celebrado el 23 de agosto del año en curso, – Acta Nro.33 punto II – instruir a la Secretaría de Gobierno de esa Corte Suprema de Justicia para que, siguiendo el criterio expuesto por su Dirección General de Administración, proceda a disponer de los saldos no invertidos en ejercicios anteriores a los fines de cubrir las necesidades de ese Poder Judicial;

Que la decisión del Máximo Tribunal de Justicia ha sido adoptada por entender que conforme a las facultades conferidas a la Corte Suprema de Justicia, por la Constitución de la Provincia de Santa Fe, en el inciso 4º) de su artículo 92, no corresponde la aplicación del artículo 25 de la Ley Nº 11.696 al Poder Judicial, toda vez que la Constitución Provincial acordó a esa Corte la facultad de disponer – según normas propias – de las partidas para inversiones y gastos de funcionamiento asignadas por la Ley de Presupuesto, considerando además que las facultades de esa Corte Suprema de Justicia de excluir de su ámbito, la aplicación de la normativa señalada, encuentra sustento en que ese Cuerpo en su carácter de órgano supremo del Poder Judicial de la Provincia, debe adoptar las medidas que resultaren necesarias para asegurar y preservar la independencia del mismo y la supremacía de la Constitución que nos rige;

Que la Ley Nº 11842 de Presupuesto 2000, prevé el ingreso de los saldos no invertidos de dichos recursos al Tesoro Provincial;

Que además por el artículo 51 de la Ley Nº 11843 Complementaria del Presupuesto 2000, segundo párrafo se establece que el Poder Judicial tampoco podrá incrementar las sumas asignadas a sus créditos presupuestarios a través de la Ley de Presupuesto y Cálculos de Recursos para el Año 2000;

Que en consecuencia la decisión adoptada por el Alto Tribunal implica aumentar el Presupuesto del Poder Judicial y el no ingreso de dichos recursos, previstos para financiar el Tesoro Provincial, por lo que corresponde adoptar la presente decisión “ad referéndum” de las HH.CC. Legislativas;

Que a los fines de no alterar el resultado financiero, el incremento de erogaciones del presupuesto del Poder Judicial se compensará con economías dentro de los niveles de erogaciones contemplados por el Presupuesto 2000;

Que por otra parte, atento a que el Tesoro Provincial ha debido atender el gasto derivado de acuerdos transaccionales arribados en recursos de amparos promovidos por jueces y en razón de que el Poder Judicial registra en el corriente año economías en rubros que se atienden con Rentas Generales, ofrece en reducción con destino al Tesoro Provincial, partidas por la suma de $ 1.800.000;

Que la modificación propiciada se ajusta a las disposiciones del artículo 8 de la Ley Nº 11843 Complementaria del Presupuesto 2000;

POR ELLO:

EL GOBERNADOR DE LA PROVINCIA

DECRETA

Artículo 1º– Modifícase el Presupuesto año 2000 –Ley Nº 11.842– en las fuentes financieras de acuerdo al siguiente detalle y conforme a la pormenorización obrante en planillas anexas “A” y “B” que forman parte integrante del presente decreto:

Fuentes Financieras
REDUCCIÓN
AMPLIACIÓN
•Disminución de la Inversión Financiera

•Jurisdicción 96 – Tesoro Provincial
4.428.071,00

•Jurisdicción 05 – Poder Judicial
4.630.766,79

Artículo 2º– Modifícanse las erogaciones y aplicaciones financieras del Presupuesto 2000, Ley Nº 11.842 en la Administración Central, conforme al siguiente detalle y a la pormenorización obrante en planillas anexas “C” y “D” que forman parte integrante del presente decreto:

Erogaciones
REDUCCION
AMPLIACIÓN
Jurisdicción 05 – Poder Judicial

•Bienes de Consumo
324.051,22

•Servicios no Personales
870.338,00
4.306.715,57

•Bienes de Uso
929.662,00

Jurisdicción 91 – Obligaciones a Cargo del Tesoro

•Servicios no Personales – Otros N.E.P.
4.630.766,79
1.800.000,00

Jurisdicción 90 – Servicio de la Deuda

–Servicio de la Deuda y Disminución de Otros Pasivos
202.695,79

Artículo 3º – El presente decreto se dicta ad referéndum de las HH.CC. Legislativas.

Artículo 4º – Refréndese por los señores Ministros de Hacienda y Finanzas y de Gobierno, Justicia y Culto.

Artículo 5º – Regístrese, comuníquese, publíquese y previa intervención del Tribunal de Cuentas de la Provincia y de la Contaduría General de la Provincia, pase a los servicios administrativos intervinientes a sus efectos.

Sala de la Comisión, 1º de marzo de 2001.

Giardino – Paganini – Gutiérrez – Venesia – Pochettino – Giorgetti

DICTAMEN DE MAYORÍA

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 8209 – PE – Mensaje Nº 2361), por el cual se aprueba el Decreto 3898, referido a incorporación al presupuesto año 2000 de partidas del Poder Judicial no invertidas en ejercicios anteriores y atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, esta comisión, por mayoría, ha resuelto adherir al despacho precedente, al que os aconseja le prestéis vuestra aprobación.

Sala de Comisión, 22 de marzo de 2001.

Reutemann – Dalla Fontana – Esquivel – Barrera – Meotto – Strada.

DICTAMEN DE MINORÍA

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el Mensaje Nº 2361 – incluido en extraordinarias 00/01.–.(Decreto 3898) – por el cual se incorporan al presupuesto año 2000 las partidas del Poder Judicial no invertidas en ejercicios anteriores, Expte. Nº 8209 – P.E., y atento a los estudios realizados y por las razones que se detallan a continuación y las que ampliará el miembro informante, esta comisión aconseja no dar aprobación al presente proyecto, por entender que la decisión de la Corte Suprema de Justicia constituye una exclusión sectorial ilegítima a las disposiciones de orden público que el legislador dispuso con la sanción de la ley de emergencia.


La misma Corte Suprema en numerosos fallos ha reconocido que la gravedad y extensión de la crisis económica justifican ampliamente las leyes de emergencia que con sus disposiciones se proponen salvaguardar un fin legítimo.


Este reconocimiento expreso de la constitucionalidad de la norma no puede –so pretexto de una reivindicación de su independencia funcional– dejar de aplicarse en el ámbito del Poder Judicial que no puede desligarse por simples cuestiones técnicas.


No obstante lo expuesto precedentemente, si el Poder Ejecutivo entiende que los fondos retenidos por el Poder Judicial son necesarios para un mejor funcionamiento de la justicia santafesina, el firmante del presente dictamen no opone reparos a que los mismos sean otorgados por la vía constitucional adecuada.

Carlos Alberto Favario

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

SR. ESQUIVEL.– Pido la palabra.

Muy brevemente, voy a fundar el dictamen de mayoría. El Poder Ejecutivo solicita la ratificación del Decreto 3898 de fecha 21 de diciembre de 2000, modificatorio del Presupuesto del año 2000, Ley 11842. En ese decreto se incorporan al presupuesto vigente a la fecha de su dictado, los saldos no invertidos en ejercicios anteriores de recursos de cuentas especiales que administra el Poder Judicial.

En el mensaje el Poder Ejecutivo expone los fundamentos, los argumentos que le dan sustento a la solicitud de ratificación de dicho decreto y pasamos rápidamente a analizarlo. La primera reflexión es preguntarnos si es viable, si es legalmente correcto el decreto del Poder Ejecutivo por el cual se pide el referéndum al Poder Legislativo. En los antecedentes inmediatos sabemos que la Ley 11.696, de Emergencia Económica, Financiera y Previsional, declaró, precisamente, el estado de emergencia de la gestión estatal con relación a los tres poderes del Estado, sin excepción alguna. Su artículo 25 previó que los saldos no invertidos en ejercicios anteriores provenientes de recursos provinciales de afectación específica, cuentas especiales, sean desafectados y apropiados por el Tesoro Provincial. 

Aquí hay una cronología de hechos, o lo que yo llamaría la historia de este expediente, que me permito, con la anuencia del Cuerpo, exponer rápidamente. En fecha 22 de febrero de 2000 la Dirección General de Administración de la Corte Suprema de Justicia de la Provincia solicita al Poder Ejecutivo instrumente el decreto pertinente a los fines de que se transfieran los saldos no invertidos o cuentas especiales al ejercicio 2000, como de ordinario y regularmente había hecho en ejercicios anteriores, cuando existían disposiciones análogas –fs. 31 del expediente en consideración–. El 21 de marzo de 2000 la Dirección General de Finanzas de la Provincia fija posición ante el pedido a que aludía recién, expresando –como no podía ser de otra manera– que la tramitación guarda relación con la aplicación de las disposiciones del artículo 25º incluida la 47º – el doctor Borda, ambos coincidentes o en la misma dirección. Con el expediente nuevamente en la Dirección de Finanzas –fecha 31 de mayo de 2000– se hace saber que en fecha anterior, el 14 de abril de 2000, se dictó el Decreto 1066 del año pasado, que reglamenta el artículo 25, Ley 11.696, expresando que esta disposición alcanza a todo el sector público provincial no financiero –como lo expresamos al principio, cuando hacíamos referencia a dicha norma–, por lo que la actividad de la Dirección de Finanzas se encuentra acotada –no tiene otra posibilidad– de aplicar esa norma que para ella es obligatoria; fojas 49 y 50 del expediente.

En sucesivas actuaciones –fojas 57 a 60 y 82 del expediente– distintas instancias del Ministerio de Hacienda y Finanzas ratifican sobre la legalidad del decreto 1066, aquel reglamentario de la norma de emergencia, con relación a los saldos no invertidos del ejercicio anterior del Poder Judicial. 

El 26 de junio de 2000 –fojas 68– la Dirección de Finanzas informa que en el proyecto de Presupuesto para el año 2000, dentro de un conjunto de recursos agrupados como fuentes financieras, obviamente del Tesoro Provincial, se encuentra la suma de $ 4.630.766,79, surgida del saldo no invertido de ejercicios anteriores del Poder Judicial. 

Interviene la Fiscalía de Estado el 26 de junio de 2000, sin opinar sobre el fondo de la cuestión, pero vislumbrando una diferencia de interpretación de una norma entre dos de los poderes del Estado y aconseja se pasen nuevamente las actuaciones a la Corte Suprema de Justicia de la Provincia –fojas 85–. Cabe aclarar aquí que, conforme el criterio uniforme y sustentado en fecha 10 de junio de 1995, por el entonces Fiscal, doctor Álvarez –fojas 131 del expediente–, escapa a la Fiscalía de Estado el control sobre los fundamentos técnicos, en base a los cuales se insertan modificaciones presupuestarias, constituyendo materia propia y específica de la jurisdicción del Ministerio de Hacienda y Finanzas. Fiscalía de Estado dice que es materia del Ministerio, por tratarse de una modificación presupuestaria. 

Vuelve el expediente a la Corte Suprema de Justicia de la Provincia en fecha 23 de agosto de 2000; dicta la Acordada Nº 33, resolviendo hacer saber a la Contaduría de la Provincia que la norma establecida en el artículo 25 de la Ley 11.696 –Ley de Emergencia– y de las de ella derivadas, son inaplicables al Poder Judicial, e instruye a su Secretaría de Gobierno proceda a disponer de los saldos no invertidos. Notificada esta resolución de la Corte al Poder Ejecutivo, la Dirección General de Finanzas no tenía otra posibilidad que acatarla –foja 97–. 

Recordemos que las decisiones en materia de Gobierno, Superintendencia de la Corte Suprema de Justicia, son irrecurribles y que, independientemente que no se compartan, tales decisiones deben ser cumplidas. 

Como la Ley de Presupuesto, año 2000 (Ley 11.842), consignó el ingreso de los saldos no invertidos del Poder Judicial al Tesoro Provincial y la Ley Complementaria de Presupuesto, año 2000 (Ley 11.843), fijó que el Poder Judicial no podía aumentar su presupuesto para ese año, para que tenga la disponibilidad de esos fondos el Poder Judicial, no invertidos en el ejercicio anterior al año 2000, era necesaria una modificación presupuestaria, que es lo que nos dice Fiscalía de Estado y que remite a la materia del Ministerio de Hacienda. 

Una reducción de los recursos del Tesoro Provincial –de eso estamos hablando–, donde estaban registrados estos fondos no invertidos, tiene un correlativo aumento en las partidas asignadas al Poder Judicial. 

Señor presidente, eso es lo que estamos tratando, la modificación presupuestaria del año 2000. 

¿Por qué esta reflexión? Creo que por lo dicho en una breve síntesis del expediente, el procedimiento proveído por el Poder Ejecutivo es el legalmente correcto. Los actos administrativos dictados que hoy sometemos a aprobación lo fueron luego del trámite adecuado, con los dictámenes técnicos requeridos para este tipo de decisiones. Esto es lo que estamos discutiendo y no sobre el alcance del artículo 25 de la Ley 11.696, con respecto al Poder Judicial, ni como reflejo de esto, sobre si compartimos o no la interpretación efectuada por la Corte Suprema de Justicia. 

Cuando al principio decíamos que la norma es aplicable a los tres poderes, sin excepción, lo estábamos diciendo sin perjuicio de la interpretación que ulteriormente hace el Poder Judicial y la Corte, expresando que le es inaplicable. No habría excepciones en la norma. La Corte fundamenta otra posición de base constitucional que voy a explicar seguidamente. La posición del Poder Legislativo estaba contenida en la Ley 11696; la ley emanada de esta Legislatura era absolutamente clara. El Poder Ejecutivo toma posición y se disponía a cumplirlo, de la Ley 11.696 –fs. 36 –. El 12 de abril de 2000 vuelven las actuaciones a la Corte Suprema de Justicia –obra constancia a fs. 37– y el 17 de abril de 2000 el expediente se encuentra ya radicado en la Corte, donde se producen dos informes, el de la Dirección de Administración, suscripto por el Contador Público Nacional Aprile, y el del secretario de Gobierno –fs. 39 a 46, dictando para ello el decreto 1076/00 por el cual se reglamenta aquel famoso artículo 25. Pero ante esto la Corte dictó una acordada por la cual declara la inaplicabilidad de tal disposición y la de ella derivada al Poder Judicial haciéndolo saber a la Contaduría General de la Provincia e instruyendo a la Secretaría General de Gobierno que proceda a disponer de los saldos no invertidos. Funda la Corte tal pronunciamiento en la jurisprudencia uniforme y lo sostiene, concordante con la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en decisión y fallo propio. Obviamente, cita el artículo 94 inciso 2º de la Constitución Provincial que le da sustento a su posición cuando dice que la Constitución Provincial acuerda a la Corte Suprema la facultad de disponer, según normas propias, de las partidas para inversión y gastos de funcionamiento. Después remite y cita la acordada número 20 de la Corte Suprema de Justicia de la Nación del año 1996 que dice, en términos generales, que cuando ejerce la representación más alta del Poder Judicial tiene facultades inherentes a todo poder público para su existencia y conservación, de ahí que tenga todas las facultades implícitas necesarias para la plena y efectiva realización de sus fines que la Constitución le asigna para todos los poderes del Estado.

La pregunta que yo hago a esta altura de la exposición cronológica de los hechos es ¿qué debía hacer el Poder Ejecutivo? ¿Instalar un conflicto de poderes y dirimirlo en los estrados judiciales? ¿Generar un conflicto interpoderes con el Poder Judicial, concretamente con la Corte?

Creo que queda claro que no obstante la decisión de tomar ese camino debe cumplir, sí o sí, con la disposición judicial ya que no tenía remedios legales para imponerse o aceptar la decisión judicial y lograr que el Poder Judicial acepte una reducción de otras de sus partidas, como si hubiese producido un ahorro, para poder cubrir otras situaciones del propio seno del Poder Judicial.

Esto fue lo que decidió y logró el Poder Ejecutivo. Hemos sincerado todos los aspectos del expediente, por eso la remisión a las fojas en cada caso en particular. Hemos actuado dentro de la legalidad de la decisión y según el procedimiento adoptado por el Poder Ejecutivo. A la Legislatura sólo quedaba aprobar el decreto ad referéndum.

Sólo un párrafo final, señor presidente. Hoy nos tocó hablar del Consejo de la Magistratura. Vamos a seguir hablando de la relación interpoderes. El tema no se agota con este decreto ad referéndum del Poder Ejecutivo pero, obviamente, en este caso se ha pensado en la relación institucional más allá del gusto personal de cada uno, más allá de la interpretación que se haga de la norma. Por eso hacía mención al principio de que la norma de emergencia era sin excepción, pero obviamente la Corte interpreta otra cosa, como en otros casos similares que hemos debatido en este recinto, que hemos hablado de nuestras pretensiones y demás, y se ha dicho que estas normas no son aplicables. El Poder Ejecutivo eligió el camino de la legalidad evitando un conflicto y cumpliendo, nada más ni nada menos, que con una orden judicial emanada de la cabeza del Poder Judicial.

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.

Señor presidente, desde ya solicito me dispense la Cámara por extender la exposición más allá de lo que la prudencia aconseja, pero las características especialísimas del tema, la gravedad de sus contenidos, las connotaciones que trae aparejadas y la oportunidad del tratamiento en este momento dramático en la vida de los argentinos, hacen que para nosotros, éste sea seguramente uno de los temas más trascendentes que vamos a considerar en este período legislativo.

Recuerdo aquí al señor miembro informante del dictamen de mayoría, la sanción de la Ley de Emergencia 11.696 que nosotros no votamos, señor presidente, pero que es ley vigente en la Provincia de Santa Fe y como bien manifiesta el señor diputado Esquivel, el artículo 1º dice: “esta ley es aplicable al Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y a todos los organismos mencionados en este artículo aún frente a cualquier disposición contenida en leyes o cualquier otra norma especial.”

El artículo 25 –lo recordó también el señor diputado Esquivel– “dispone que los saldos no invertidos en ejercicios anteriores provenientes de recursos provinciales de afectación específica, serán desafectados e incorporados al Tesoro Provincial”.

El Poder Ejecutivo dictó el Decreto 1066 del año 2000 reglamentando precisamente ese artículo 25 que obliga a reintegrar al Tesoro los saldos no invertidos del sector público provincial, y ese artículo 25 reglamentado por el Poder Ejecutivo dispuso cuáles eran las dependencias que no estaban comprendidas en la norma y, lógicamente, excluyó a la Caja de Jubilaciones, las cuentas especiales del CUDAIO, la Caja de Lotería, etc. Pero no excluyó las cuentas especiales del Poder Judicial; por lo tanto de acuerdo a la propia interpretación y reglamentación que dictó el Poder Ejecutivo, el Poder Judicial estaba obligado a reintegrar los saldos no utilizados en el ejercicio anterior.

El 29 de marzo de 2000 la Corte Suprema de Justicia en el caso “Marozzi contra Provincia de Santa Fe” publicado en La Ley tomo 2000 E, página 899 y siguientes, declara la constitucionalidad de la Ley 11696, es decir de la Ley de Emergencia y, entre otras cosas, la Corte Suprema de Justicia dijo: “la declaración de inconstitucionalidad de una norma, es un acto de suma gravedad institucional, pues, las leyes debidamente sancionadas y promulgadas gozan de una presunción de legitimidad que opera plenamente y obliga a ejercer dicha atribución con sobriedad y prudencia, únicamente cuando la repugnancia de la norma con la cláusula constitucional es manifiesta, clara e indudable.” Sigue diciendo la Corte Suprema de Justicia: “la solicitud de declaración de inconstitucionalidad en la norma de emergencia no puede examinarse en forma aislada sino dentro del contexto legal que integra y le da sentido pues, una interpretación racional impone la búsqueda del sentido jurídico total que se obtiene por la conexión de las disposiciones que la componen.”

Sigue diciendo más adelante la Corte Suprema de Justicia: “el examen de la constitucionalidad de una norma de emergencia no puede hacerse respecto de cada artículo en forma individual, pues ello importaría desconocer que la subsistencia de la propia Ley de Emergencia depende de diversos mecanismos que hacen a su esencia” y sigue diciendo la Corte: “quien pretende la declaración de inconstitucionalidad de una norma de emergencia debe cuestionar la razonabilidad del medio escogido por el legislador para la consecución del fin propuesto, cual es, paliar la crisis económica y financiera que determina su dictado.

Concluye diciendo: “La Provincia de Santa Fe cuenta con atribuciones para declarar válidamente la emergencia económica en el caso, mediante la Ley 11696 con el consecuente efecto jurídico de restricción de los derechos constitucionales”. Esto lo dijo la Corte Suprema de Justicia el 29 de marzo del 2000. 

El 12 de julio de ese año la Contaduría General de la Provincia solicitó a la Corte Suprema proceda a depositar en la Cuenta Nº 9001 los saldos no invertidos de acuerdo a lo que dispuso la ley. Pero antes, el 24 de mayo, el Subdirector General de Administración del Poder Judicial produce un informe que no tiene desperdicios y que constituye la base de lo que va a ser después la Acordada 33 que dictó la Corte Suprema de Justicia, y de ahí la importancia que tiene el informe del contador.

El informe, señor presidente, llama la atención por el conjunto de definiciones jurídicas que expone el contador porque, sería lógico que expusiera sobre cuestiones técnicas que hacen a su formación profesional, porque, precisamente en la Corte Suprema de Justicia, donde están los máximos juristas de la Provincia, es razonable pensar que deben ser ellos los que den los argumentos jurídicos, pero aquí es el contador quien lo hace, y por supuesto se pronunció en contra del pedido que se hace desde la Provincia en cuanto a que devuelva el dinero sobrante. Invoca que son los trámites de práctica que se repiten rutinariamente año tras año de quedarse con los excedentes de los fondos ignorando, por cierto, que aquí hay Ley de Emergencia y que fue reglamentada por el propio Poder Ejecutivo. Hace una interpretación extensa de las normas y con argumentos jurídicos, que voy a tratar de obviar porque hay varias cosas para decir, quiero sí, marcarle, señor presidente, un párrafo que vale la pena que los señores legisladores lo tengan presente. 

Dice el Contador “que la emergencia provincial declarada por Ley 11696, bajo pretexto de necesidad de recursos económicos, no puede dar cabida a disposiciones ni interpretaciones que bajo manto de legalidad, dejen de lado la normativa constitucional provincial, como en el caso del artículo 92, inciso 4º, ni subvertir el principio fundamental del orden jurídico.

¡Si fue un pretexto sancionar la Ley de Emergencia y la Corte coincide con el dictamen del contador, debió haber declarado la inconstitucionalidad de la ley porque la emergencia fue un pretexto y no una realidad!

¡La Corte toma el dictamen del Contador en lo que le conviene y dice que la ley no puede dejar de lado la Constitución para ellos, pero sí puede hacerlo para los otros! ¿O acaso no le han reducido la remuneración al personal del Poder Judicial? Pero, por supuesto que no se la redujeron los miembros de la Corte. Señor presidente, ¿es posible que exista esta dualidad de criterios por parte del máximo órgano de justicia de la Provincia? ¿Es posible que el dictamen del contador de la Corte sea el sustento de la acordada cuya gravedad la analizaremos más tarde? 

El Contador se permite hasta darle directivas a los legisladores, y escuchen para lo futuro: “…a la luz de lo hasta aquí expuesto cabe concluir que para toda regulación que modifique o reglamente esta materia, resulta oportuno que los argumentos que pasan a exponerse sean tenidos en cuenta al momento de la respectiva discusión parlamentaria…”Esto es lo mismo que decir: ¡“Señores, cuando traten este tema, ilústrense con lo que les dice el Contador de la Corte para poder legislar!”

Habría para hacer otras consideraciones sobre las citas jurisprudenciales que el Contador expresa en su dictamen. Por supuesto que el mismo es utilizado por el Secretario de Gobierno de la Corte y reitera los mismos argumentos y cita antecedentes que, como veremos después, le hacen incurrir a la Corte en errores garrafales. Antecedentes que no tienen absolutamente nada que ver con la cuestión porque no se refieren a leyes de emergencia como ésta.

Pero, en fin, llegamos a la conclusión de que, por un lado, desde el Gobierno le reclaman a la Corte que pague y desde la Corte, los funcionarios inferiores –es decir los que no son jueces– dicen que no hay que pagar. Fíjense que en el expediente se expide toda la línea que depende del Ministro de Hacienda, todos por supuesto en el mismo sentido: hay que cumplir la ley, la Corte debe pagar. Y el secretario de Finanzas Públicas dice por ahí que estando previstos estos saldos no invertidos del Poder Judicial en el proyecto de Presupuesto 2000, aprobado por decreto acuerdo y elevado a la Legislatura, su exclusión implicaría aumentar el déficit en 4.600.000 pesos. 

La Corte dicta la Acordada 33 que se cita aquí, el 23 de agosto. La Acordada 33 es, simplemente, una autocontradicción, si entendemos por autocontradicción “dos actos de una misma autoridad en que se sostienen conceptos diferentes, inconciliables y antitéticos, derivándose de ello un mal específico y un mal general”, citando a Jeremías Bentham.

Claro, la Corte había dictado el fallo en el caso Marozzi, que cité anteriormente, que dice que la Ley de Emergencia, a diferencia de las otras leyes, debe considerarse en un todo, no puede declararse la inconstitucionalidad de un artículo porque ese artículo es parte del todo jurídico que hace a la ley. Y por eso desestimó planteos de inconstitucionalidad anteriores; y ahora la Corte ¿qué dice? Para no contradecirse tan abiertamente, afirma que no entran en el análisis del control de constitucionalidad de la ley pero declara que el artículo 25 no es aplicable. Es decir ¡se levantan contra la ley! Porque si la ley es constitucional, ellos dicen que no la cumplen. Y subvierten el orden jurídico desde el más alto tribunal de Justicia de la Provincia de Santa Fe. ¡En ejercicio de la competencia funcional dicen “blanco” y después quieren disimular cuando dicen “negro” expresando que lo hacen en ejercicio de sus facultades de gobierno! ¡Me siento avergonzado como ciudadano de Santa Fe de esta dualidad de criterios de la Corte Suprema de Justicia que dice que vale para todo el mundo la Ley de Emergencia pero que no vale para ellos, porque ellos constituyen un mundo aparte a los que las leyes no les llegan ni tan siquiera cuando hay emergencia! 

Dije que los antecedentes citados por la Corte son total y absolutamente falaces, inaplicables a esta cuestión en su totalidad porque se trata de leyes en las que la Corte bien podía decir que había inconstitucionalidad, porque no eran leyes de emergencia. Y pudo dictar la inconstitucionalidad de un artículo. 

Aquí no pudo declarar la inconstitucionalidad porque entraba en evidente autocontradicción y me van a decir: “No la declararon”. Claro, no la declararon, pero se levantaron contra la ley, diciendo que ese artículo para ellos no juega. 

En medio de un país en crisis terminemos con las quintas de los privilegiados, que son intocables, que fabrican sofismas para que a ellos no los alcancen las normas de derecho general, ni el respeto al principio de igualdad que consagra el artículo 16 de la Constitución Nacional. 

Parece, señor presidente, que los responsables de la crisis somos exclusivamente los políticos: el desastre económico es consecuencia de los políticos y los gastos excesivos que hay que recortar son los gastos de los políticos. ¡Guay de que se vaya a tocar por otro lado! 

No negamos desde aquí que hay que recortar los gastos políticos, que el costo de la política es excesivo, pero seamos objetivos y tengamos la valentía de decir que aquí hay otras quintas de privilegiados, incluso en esta Provincia de Santa Fe. Que no nos digan que aquí ya no se puede recortar más, porque no es cierto, señor presidente. Aquí se cobran sueldos y remuneraciones excesivas en el Tribunal de Cuentas, ¡por supuesto que más que los legisladores!; se cobra en el ENRESS y aquí está la Justicia, que so pretexto de la intangibilidad de las remuneraciones, en un concepto a mi juicio erróneamente interpretado, hace que sea siempre excluida de los sacrificios que hacen los demás. 

Y entonces se dice: “¡Cuidado!, ¡no vamos a generar un conflicto de poderes! Hagamos lo que la Corte quiere.”

Señor presidente: encontré, comentando un decisorio de la Corte Suprema de la Nación, una nota–fallo del doctor Andrés Gil Domínguez, bajo el título “A modo de colofón, la diferencia entre ser un patriota y un idiota”, La Ley 2000, página 278, que me voy a permitir leer en parte. 

Dice el doctor Gil Domínguez: “Desde hace años nuestro país vive en permanente estado de emergencia y siempre las consecuencias son asumidas por los mismos sectores que sufren ajustes, impuestazos y otras yerbas. Todos somos conscientes de la dureza expoliatoria de las obligaciones financieras internacionales y de la necesidad de cumplir con determinación indicadores para poder reactivar el sistema económico interno. En mayor o menor medida, en todos estos años, la respuesta de los sectores requeridos ha sido altamente satisfactoria. El problema se presenta cuando de cara a la emergencia los grandes esfuerzos y sacrificios son soslayados por un determinado mosaico social. Cuando la Corte Suprema, analiza la razonabilidad de las medidas de emergencia que se adoptan en este contexto, deben merituar los mencionados elementos que componen la realidad social. Si los esfuerzos son colectivos, solidarios y equitativos, nos sentiremos patriotas. Si los esfuerzos siempre son absorbidos por los mismos sectores, nos sentiremos unos idiotas. Frente a los estados de emergencia ésta es la diferencia entre sentirse patriota o idiota. Y no existe decisión jurisdiccional que lo pueda cambiar.”

Que cada uno, señor presidente, a la luz de la decisión de la Corte analice quién es patriota y quién idiota. Reclamamos de una buena vez, porque creemos que es el momento adecuado, terminar con los privilegios, cualquiera sean ellos, los nuestros pero también los de los otros, y cuando hablo de los otros hablo del Poder Judicial, señor presidente.

¡El Poder Ejecutivo ha convalidado el levantamiento de la Corte contra el estado de derecho y viene a blanquear la apropiación indebida que ha hecho la Corte de los fondos del Estado, a través de ese decreto ad referéndum que se quiere convalidar hoy!

¿Cómo salió el Decreto 3898? ¿De dónde salió? ¿De un repollo? En el expediente todas las opiniones son en contrario. Me llama la atención que no se expida la Fiscal de Estado, o mejor dicho, hay un dictamen de la Fiscal de Estado que lo voy a leer.

· Se escuchan murmullos de algunos diputados.

SR. FAVARIO.– Al que no le importa va a ser mejor que lo escuche para entender mejor las cosas que están pasando.

Dice la Fiscal de Estado, doctora Irmgard Lepeniés, a quien le giran el expediente en este toma y daca entre la Corte y los funcionarios del Ministerio de Hacienda… –y el que entienda algo que lo diga porque hay premio–: “En razón del principio de buena administración y colaboración en el funcionamiento de los poderes del Estado, corresponde que pase lo actuado a la Corte Suprema de Justicia para que tome conocimiento de los nuevos elementos incorporados al trámite con posterioridad al informe producido por la Subdirección General de Administración, fojas 9, compartido por el Secretario de Gobierno del máximo tribunal en fecha 26 de mayo de 2000, y si lo estima impulse la actividad de contenido administrativo o que corresponda en relación al procedimiento en marcha. Sírvase la presente de atenta nota de remisión. Irmgard Lepeniés. Fiscal de Estado.”

¿Qué dice la Fiscal? ¿No tiene que pronunciarse en el tema? ¿Me van a decir que ahí hay alguna jurisprudencia de la Fiscalía que sobre temas presupuestarios no debe expedirse? Pero aquí no estamos hablando del tema presupuestario, aquí estamos hablando del cumplimiento o no de la Ley de Emergencia y sobre esto debía expedirse la Fiscal de Estado. Por supuesto que no hay pronunciamiento.

¿Quién lo asesora al Poder Ejecutivo? ¿Contrataron algún asesor por afuera? Porque si la Fiscal de Estado asesora al Poder Ejecutivo –y aquí no hay pronunciamiento de la Fiscal de Estado– no sé de qué manera se asesora el Gobernador.

Hay un dictamen jurídico –del doctor Carlos Alberto Galera, abogado Subdirector de la Dirección General de Asesoría Letrada del Ministerio de Hacienda y Finanzas– que entre otras cosas dice: “…Respecto de la improcedencia del planteo efectuado –por la Corte– ya se expidieron los organismos técnicos competentes de este Ministerio. Así, la Dirección General de Finanzas, Contaduría General de la Provincia y la Secretaría de Finanzas, exponiendo criterios que son compartidos en su totalidad por esta Dirección General.“

“Desde el punto de vista estrictamente jurídico, a criterio de esta Asesoría Letrada, la cuestión no parece ofrecer mayores dificultades de interpretación. Más adelante dice: “No se advierte que dichas normas –es decir las de las leyes de emergencia– impliquen la violación de lo dispuesto por el artículo 94 inciso 4º de la Constitución Provincial, aún en el supuesto e hipotético caso de que pudiera llegarse a tal interpretación, no es este el ámbito en el que corresponde efectuar tal análisis, debiendo el Poder Ejecutivo simplemente limitarse a la aplicación de la ley.” ¿Por qué no aplica la ley? Es una pregunta, señor presidente.

¿Por qué no aplica la ley el Poder Ejecutivo si en todo el expediente no hay un sólo informe de parte de sus funcionarios? Que diga lo contrario, ¿por qué no aplicaron la Ley de Emergencia para el Poder Judicial?

Me pregunto: ¿la Corte le torció el brazo al señor Gobernador, o el derecho ha sido sustituido por la transacción económica? Eso parece decir el diario El Litoral en fecha 5 de febrero cuando titula: “La pulseada económica con la Corte llega a la Legislatura. Reutemann aceptó, con un decreto firmado en diciembre, la decisión de la Corte de no devolver el dinero ahorrado en ejercicios anteriores. El tribunal había rechazado lo dispuesto en la emergencia”. ¿Hay o no pulseada económica?

Si hubo transacción, se sabe cuál es el beneficio que logró la Corte, lo que no sabemos cuál es el beneficio que recibió o se le prometió al Poder Ejecutivo por parte de la Corte.

¡¿Cómo se explica que la intransigencia y la ortodoxia del Ministro de Hacienda de esta Provincia haya cedido cuando tiene la razón y que el mismo Ministro, celoso defensor de los fondos públicos, haya aceptado el manotazo que le metió la Corte para quedarse con 4 millones 600 mil pesos que no le corresponden?!

Por ahí me van a decir que en el decreto se hace referencia a que atendieron el pago de los amparos judiciales por un millón ochocientos mil pesos, esa es la transacción a la que arribaron después de tantas negociaciones y me pregunto, señor presidente, ¿no es que con la emergencia no se pueden pagar los juicios aunque haya sentencia de la Corte? ¿no es que los particulares tienen que esperar para cobrar y, por otro lado, a los jueces les pagaron? ¿qué justifica la excepción? ¿cómo pagaron el millón ochocientos mil? ¿en mérito a qué? Entonces, hay derecho a afirmar que en esta Provincia con la interpretación caprichosa que se hace de la Ley de Emergencia hay hijos y entenados y, como siempre, los hijos son los favoritos del poder o los que tienen poder y los entenados son los pobres tipos que tienen que litigar contra el Estado, que ganan los juicios y que no pueden cobrar porque les dictan la Ley de Emergencia.

Y por otro lado los jueces cobran los amparos; ¡y ojo que no estoy hablando en contra del derecho que tienen los jueces de cobrar! porque llegaron a los juicios de amparo por la incompetencia del manejo de las cuestiones, tanto en el año 1992 como en el 1994, merced a la habilidad política de los entonces ministros Jaime Belfer y Jorge Bof. Hay que releer los diarios de sesiones, cuando se llenaban la boca afirmando que con los acuerdos a que se había llegado, se habían solucionado los problemas con los jueces y tenemos, lamentablemente por cierto, que jactarnos, y digo lamentable por la circunstancia de decir que teníamos razón. Los Demócratas Progresistas fuimos los únicos que nos opusimos al acuerdo desde estas bancas porque dijimos que los amparos iban a seguir e iban a tener que pagarlos y tuvieron que pagarlos. Y ahora los pagan contra la ley. ¿Cómo nos explican todas estas cosas? ¿Cuándo vamos a poner coto a los privilegios? ¿No era ésta la oportunidad, acaso, señor presidente? 

Le propusimos al Gobierno acompañarlo y seguramente se iban a sumar todos los sectores de la oposición en esta tarea que constituye un desafío impostergable para los gobernantes de hoy, que es terminar con los privilegios consolidados a costa del Estado. Y le propusimos acompañarlo para ponerle una barrera a estas pretensiones absurdas de la Corte, sin que ello significara oponernos a los aportes indispensables que el Poder Judicial puede necesitar para llevar adelante planes que están en marcha, pero dando el dinero por derecha, como corresponde y no a través de la vía del atajo, diciéndole a la Corte “…van a tener el dinero pero este otro lo tienen que devolver porque la ley es pareja, porque en Santa Fe rige el principio de la igualdad”.

Es más fácil, señor presidente, votar el decreto del Poder Ejecutivo. Lamentamos que no se nos escuche nunca, lamentamos que sigamos con esta política donde se toman decisiones infundadas y cuando hablo de infundadas, me refiero al expediente. No hay un sólo dictamen para decirle a través del decreto del Gobernador que la Corte se quede con la plata que no le corresponde y sin embargo se va a hacer. 

Seguimos pensando, señor presidente, que podemos alguna vez ponernos de acuerdo en estas cosas que no hacen a diferencias políticas legítimas que podamos tener sino que hacen al correcto y limpio manejo de la cosa pública que, evidentemente, acá, otra vez se está soslayando porque la fuerza de los poderosos puede más que la razón.

Por esas razones, el bloque Demócrata Progresista ha presentado un dictamen en contrario del de mayoría, sosteniendo el rechazo del pedido de ratificación del decreto dictado ad referéndum por el Poder Ejecutivo.

SR. D’AMBROSIO.– Pido la palabra.

Quiero expresar en nombre de nuestro bloque la adhesión a la postura recién expuesta y nuestro acompañamiento al dictamen en minoría que solamente no firmamos en virtud de la prolongada ausencia involuntaria que tuvimos en la reunión de hoy de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

Las enjundiosas palabras del señor diputado Favario me eximen de mayores comentarios. Simplemente, quería expresar mi estado de ánimo porque estamos otra vez ante una extraña paradoja. Frente a la lucha prolongada que muchas instituciones y muchos sueños de la República vienen entablando para que algún día el principio de la división de poderes y la estructura armónica de los mismos se constituya en la garantía de igualdad ante la ley, vemos cómo tenemos escasa suerte en esta lucha por un Poder Judicial independiente. Pero aunque esto no signifique conformarnos, lo podemos explicar en una provincia donde lamentablemente se dice y se exhibe sin pudor la teoría de que “mejor jueces amigos” y una convalidación de un terrible período de esta dolorosa y dificultosísima recuperación de los esquemas de la democracia.

Pero si no logramos esa independencia sería bueno tener, por lo menos de parte de la Corte, a la hora de compartir los esfuerzos de todo el resto de la sociedad alguna posición consecuente con esa sospecha de seguidismo que ha tenido durante todos estos años el Poder Judicial con respecto a algunas determinaciones del Poder Ejecutivo de la Provincia. Pero a la hora de los pesos parece que llega la hora de la soberanía, aunque para ello tenga que recurrirse a un dictamen groseramente antijurídico. Es una paradoja que no logremos la independencia funcional del Poder Judicial y la exhiban tan groseramente en cuestiones donde quisiéramos un Poder Judicial con una dosis mayor de recato.

SR. DALLA FONTANA.– Pido la palabra.

Personalmente coincido con algunas de las apreciaciones del señor diputado Favario, en general, en cuanto al mal uso que se hace del principio de intangibilidad que, como tal, no figura en ningún texto constitucional. La Constitución dice que los sueldos de los jueces no pueden ser rebajados y, doctrinariamente, a eso le llamamos intangibilidad, que una interpretación inadecuada de ese principio puede constituir un privilegio, que una interpretación histórica de por qué existen esos principios en las Constituciones, no sólo en la nuestra, sino en la de todos los países democráticos, indican que la no rebaja de los sueldos a los jueces está contenida en la Constitución para impedir que el poder político, a través de amenazas de rebajas de sueldos, vulnere su independencia y, en consecuencia, uno de los requisitos para la aplicación del principio es que se acredite que se quiere vulnerar las libertad de conciencia de los jueces. Es decir que esto no sería un derecho personal del juez sino un derecho funcional. Hay muchísimos otros principios e ideas doctrinarias que podrían aducirse en favor de una interpretación adecuada del principio de intangibilidad. La Corte Suprema Nacional los ha receptado, aunque sea en parte, diciendo que la intangibilidad no es absoluta y hasta cierto porcentaje de reducción de los haberes no puede considerarse vulneratorio de la Constitución. En algunos casos hay algunas provincias que no receptaron esa jurisprudencia, etcétera. Ése es un tema en el que hemos expuesto nuestra opinión desde hace mucho tiempo y de paso quiero también dejar en claro que el mecanismo de los amparos tiene su historia y, por tanto, no puede condenarse un mecanismo de amparo in tótum, porque tal vez en el momento en que la hiperinflación devoraba los salarios de todos los empleados y los sindicatos, por la vía de la huelga, obtenían aumento, los jueces entendieron que en pos de la protección de sus salarios, atacados por la inflación, como era evidente, en el caso de un gobierno que era absolutamente no receptivo a autorizarles aumentos, debían encontrar algún fundamento jurídico. Esto se materializó en amparos, que primero fueron individuales o acotados, pero luego se hicieron, en virtud de las prefinanzas o inflación, los llamados amparos abiertos, que también eran a futuro.

En su momento esos amparos, si bien irritaron a la población, tenían cierta justificación en este hecho, pero la inflación terminó hace mucho tiempo y los amparos, de alguna manera, por inercia, han sobrevivido. Es bueno que la Justicia incorpore los hechos nuevos que han ocurrido en este tiempo, cada vez que se vuelve a intentar la vía del amparo. Gracias a Dios creo que eso está muy contenido, pero los últimos amparos que la Provincia debió afrontar habían sido iniciados alrededor de 1994. 

Considero que esta cuestión no corresponde al tema que estamos tratando. No estamos debatiendo sobre los amparos ni sobre los privilegios de los jueces, de la Corte ni nada por el estilo. El diputado Favario ha tratado de introducir este tema, que es de interés de la sociedad y que oportunamente figurará, con seguridad, en la plataforma de los partidos, y que tal vez dé origen a algún tipo de reforma constitucional o propuestas en tal sentido. De hecho, ha habido modificaciones en la Constitución Nacional en este aspecto, pero eligió, como casus belli, para la guerra, un caso equivocado, que no tiene nada que ver con esto. 

En el análisis que nosotros podemos hacer del expediente, vemos que podemos estar totalmente de acuerdo con esta cuestión, en mayor o menor medida, con mayor o menor matiz, adaptándolo a la situación actual, pero concluir en una forma totalmente distinta a la que él lo ha hecho, con relación a este expediente. 

En este caso tenemos, por un lado, la posición de la Legislatura, que dicta una Ley de Emergencia que incluye al Poder Judicial y por el otro, la incorporación legal de un artículo que establece que los saldos no invertidos y las cuentas especiales de todo el mundo, incluido el Poder Judicial, tienen que ir a Rentas Generales. Luego, la posición del Poder Ejecutivo actual, de incluir en la Ley de Presupuesto, como financiamiento de la Provincia, una suma de dinero que estaba a disposición del Poder Judicial. 

Ese Presupuesto, si mal no lo recuerdo, fue votado por el oficialismo, porque, en general, la oposición no vota las partidas, pero el oficialismo en ese momento dispuso quitarle esos dineros y no darle ninguna otra suma. 

Esa decisión fue tomada –mal o bien, no lo sé–, entonces no la podemos revisar. El Poder Ejecutivo cumple la ley porque en principio mandó el Presupuesto, por lo tanto, no tiene ninguna otra posibilidad que cumplir. Si hubiera existido alguna duda de que esto, a juicio del Poder Ejecutivo, era viable, no hubiera tenido que mandar el proyecto de Presupuesto. Porque a juicio del Poder Ejecutivo era viable, el Presupuesto se aprobó. Se empezó a ejecutar, ¿de qué manera? Dictando un decreto reglamentario de ese artículo y disponiendo las partidas que tenían que ir a Rentas Generales y haciendo algunas excepciones –para las cuales entiendo que tenía facultades–, perfectamente explicables.

¿Qué ocurrió luego? Hasta aquí hay una posición de la Legislatura y del Poder Ejecutivo. La posición de la Corte se inicia ignorando que iba a existir un decreto reglamentario, porque esta disposición de que los fondos no invertidos pasan a Rentas Generales ya se había implementado en muchas otras leyes. Nunca se había tomado la decisión concreta, porque se entendía que no correspondía. No se había tomado la decisión de materializarlo en un acto administrativo, consecuencia de un decreto reglamentario. 

La Corte, en febrero –como lo hace en todos los meses de febrero–, mandó a informar que se debe transferir, como corresponde técnicamente, desde el punto de vista presupuestario, al ejercicio siguiente. 

En el ínterin, entre el ir y venir, sale un decreto del Poder Ejecutivo, del cual la Corte no está enterada. Cuando ésta toma conocimiento, en el momento en que el expediente vuelve a ella, ya había existido una posición clara de dos órganos: uno, el de la Corte, que dice que no corresponde, y otro el del Poder Ejecutivo, que dice que sí, pero ya lo había dicho dos años antes. Y lo sigue diciendo. Cuando eso vuelve a la Corte se encuentra con la novedad de que la Corte dicta una acordada.

La acordada es un acto de poder de la Corte, de naturaleza propia, se puede discutir como se quiera pero de hecho existe, está absolutamente convalidada, es el modo en que la Corte expresa sus decisiones en materia de gobierno, no es una sentencia sino un pronunciamiento, un decisorio que tiene toda la fuerza de una orden judicial emanada del máximo tribunal. No es opinión sino una orden emanada de un tribunal que tiene facultades para hacerlo.

Entonces, cuando la Corte dicta la acordada ya no importa lo que opinen el Ministro de Hacienda, el gobernador o la Legislatura, sino que es un tema que ha quedado terminado. Esto es hablando estrictamente desde el punto de vista técnico. No es la primera vez que pasa. Ya pasó con otras leyes de emergencia. Y en algunos aspectos ha habido acordadas que han dictado la inaplicabilidad de determinado artículo del Poder Judicial. Esto sucede, y como es un acto de gobierno la única forma de contradecir es desobedeciendo la orden, como cuando un juez ordena un embargo de cuentas y decide no cumplir y después se ve si es un delito. Pero es la única alternativa. 

Pero por qué digo que el casus belli se eligió mal. Porque la Corte no está diciendo en este caso que no va a aplicar tal disposición para que los jueces no paguen los aportes previsionales. Justamente no dice eso. Esta vez la Corte convalida el aporte jurisdiccional de los jueces a través del silencio. No dijo que iba aplicar la intangibilidad y le iba a subir los sueldos a los jueces. No dijo que solicitaba más presupuesto para el Poder Judicial porque quería aumentar todos los sueldos a los integrantes del Poder Judicial.

El tema era, en este caso, una cantidad de dinero que estaba destinado al funcionamiento del Poder Judicial. Es decir, es parte de las pocas partidas que el Poder Judicial tiene que no es sueldo. Nosotros hemos dicho alguna vez que cuando alguien tiene 50 pesos para sueldo y 50 pesos para proveerse de los medios para trabajar bien y se le da a ese hombre 100 pesos para sueldo y nada para poder trabajar, va a cobrar el sueldo y no va a hacer nada. Entonces este caso está referido a tasas que, por ejemplo, son las más significativas económicamente, la certificación de firmas de los secretarios del área que, prácticamente, es el 90 por ciento, después hay tasas que se abonan cuando uno recurre a la Corte y pierde el recurso o cuando se hacen certificaciones, entre otras más.

Estos fondos, en consecuencia, si se devuelven a la Corte no pueden ir más que a los destinos que tienen, que es el mejoramiento del servicio de Justicia, pero, en principio, no están destinados a la cobertura de sueldos. No me voy a meter a opinar sobre si la Corte tiene razón o no en la acordada o si debía o no hacer un sacrificio y decir que este año no debía hacer nada porque ese dinero no era para sueldos sino para otras cosas, por lo que pasaría a Rentas Generales de la Provincia –aunque estoy seguro que tenía facultades para hacerlo–. Puedo aceptar o disentir sobre los criterios de oportunidad, aunque tenga facultades para hacerlo y también las tiene para decir que estos fondos pasen a Rentas Generales.

En este caso la Corte no aceptó la norma de la Ley de Emergencia y declaró su inaplicabilidad, lo que viene haciendo a través de una doctrina en sus actos de gobierno. En cuanto al tema de la Ley de Emergencia o la Ley Orgánica del Poder Judicial o la Ley de Contabilidad, quiero decir que todas las leyes son iguales, todas las leyes tienen la misma jerarquía, no hay leyes y leyes constitucionales, aquí hay leyes y Constitución.

El casus belli está mal indicado porque si hubiera sido para un aumento de sueldo del Poder Judicial uno diría que hay un problema de esquizofrenia del Poder Judicial. Ahora, en este caso, tenemos una cifra que no es significativa desde el punto de vista del presupuesto total del Poder Judicial, pero si uno estuviera en la administración del Poder Judicial podría decir justamente que estos son los fondos disponibles para aceitar o mejorar el servicio de Justicia, es decir, darle calidad a una enorme cantidad de dinero que gastamos en sueldos. Si gastamos 120, 130 ó 140 millones nos parece razonable que gastemos 4 millones en todo lo que haga falta para que esos sueldos rindan como correspondan. Hasta ahí un punto.

El Poder Ejecutivo ha tenido una opinión clara, no ha habido componendas, no ha habido intenciones del Poder Ejecutivo de quedarse con esa plata. El Poder Judicial ha dicho no a través de un acto de naturaleza institucional que constituye una orden judicial. En esto ya terminó la discusión, no sirve ni la opinión del Ministro de Hacienda –por más que quiera proteger la Caja– ni la opinión de su asesor jurídico, ni la opinión del Secretario; ninguna opinión sirve porque el caso ya está sentenciado a través de este decisorio institucional.

A partir de ahí, ¿qué se puede hacer? Nada. Hay que cumplir la orden, pero eso genera una desprolijidad porque la Constitución dice que las cuestiones presupuestarias tienen que salir a propuesta del Poder Ejecutivo y avaladas por el Poder Legislativo. 

Avalar la orden judicial hubiera sido reconocer los $ 4.600.000 y nada más. Lo que hizo el gobierno es decir que si ustedes consideran que no pueden devolver el dinero por el destino que tiene, –además tienen facultades para hacerlo y ya lo hicieron–, el gesto que tienen que hacer –el gesto económico, no el de principios– es hacer ahorros de su partida de Rentas Generales o de gastos que se atienden con Rentas Generales y contribuir así a la emergencia. El Poder Ejecutivo ya tuvo que pagar. No es que estos $ 1.800.000 son para pagar, ya tuvo que pagar juicios que vienen de esos amparos del año 1994. 

El Estado se defendió –como gato panza arriba– pero perdió el juicio. ¿Por qué lo perdió? Bueno, ahí sí podemos comentar lo de Favario, etcétera, pero no es este caso, es otro tema que no tiene nada que ver con esto. En todo caso lo que tiene que ver es que en todas las emergencias anteriores y en todos los casos anteriores el Poder Judicial no contribuyó con nada. Se consideraba, incluso, con un presupuesto bajo y en esta oportunidad –más allá que no era todo, o que era menos– uno se pregunta por qué no contribuyeron con más, pero contribuyeron con algo.

Es una señal de que la Corte Suprema de Justicia comprendió que es hora de tener que empezar a solidarizarse con la situación de emergencia porque tampoco este $ 1.800.000 va a salir de Sueldos. A los sueldos hay que pagarlos.

Es decir, tuvieron que bajar algunos gastos para poder contribuir con este $1.800.000 al Tesoro Provincial, en realidad para bajar el déficit porque el juicio a los jueces ya se había materializado. Entonces, un tema es éste y el bloque está absolutamente convencido que el trámite es legal, pero además normal. Es lo único que se puede hacer en este caso. ¿Qué otra cosa se puede hacer en este caso?

Si no aprobamos este mensaje, es decir la modificación presupuestaria, queda la orden judicial. Por otra parte dejemos de lado todos estos “dimes y diretes” porque también nos dirán para qué nos metimos en el lío si podríamos haber sabido que la Corte no iba a querer dar estos fondos. Esto es historia antigua.

Pero –en este tema– si se dice que si se necesitan fondos para la Corte se los va a hacer por la vía que corresponde, la única vía adecuada es ésta que es la vía de una modificación presupuestaria. A la modificación presupuestaria la debe hacer el Poder Ejecutivo porque es el único poder del Estado que puede proponer modificaciones presupuestarias y la tiene que aprobar la Legislatura.

Entonces ahora ¿qué es lo que estamos haciendo?. Lo que institucionalmente corresponde. Después de haber hecho toda la historia, de haber diferenciado lo que es culpa del Poder Judicial a lo que es este caso en donde, por lo menos, estamos discutiendo algo distinto y tiene algo distinto porque la Corte reconoce la necesidad de contribuir a la situación de emergencia en cuanto por primera vez desde las sucesivas crisis que hemos tenido hace un aporte ¿por qué vamos a interpretar en contra del Poder Ejecutivo y en contra de la Corte que se haga este aporte?

El Poder Ejecutivo porque ha conseguido finalmente convencer a la Corte que hay que hacer esfuerzos y la Corte porque finalmente fue convencida, porque el Poder Ejecutivo no es la primera vez que convence a la Corte, pero nunca había podido conseguir ni una rebaja de un peso, tal vez en la gravedad de la crisis y la insistencia del Poder Ejecutivo, de la opinión pública, y los discursos como el que ha hecho el señor diputado Favario y, en general, los pronunciamientos de muchas instituciones han podido vencer –gracias a Dios– a la Corte que ha comprendido que tiene que ser solidaria con los problemas de la Provincia, luego el quántum será todo lo que pueda y todo lo que cada circunstancia indique, pero en este caso, por lo menos nosotros reivindicamos que se han conseguido –esto va a favor del Poder Ejecutivo y de la Corte– un aporte en pesos no sólo en declaraciones, lo que está expresamente justificado por la existencia del padecimiento económico de la Provincia y de la sociedad.

SR. DI POLLINA.– Pido la palabra.

Voy a fijar la posición de mi bloque FREPASO. Vamos a adherir al dictamen de minoría y nos eximimos de fundamentarla debido al minucioso análisis que ha hecho el miembro informante del dictamen de minoría, el señor diputado Favario, al cual adherimos en su totalidad.

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.

Señor Presidente, como seguramente no he sido lo suficientemente claro, a tenor de la exposición del señor diputado Dalla Fontana, quiero precisar algunos conceptos para que no queden dudas de qué es lo que estamos sosteniendo. El planteo de la cuestión es, a nuestro entender, venir a denunciar la continuidad de un privilegio totalmente ilegítimo que tiene la Corte y a ello le hemos incorporado otros privilegios que, es cierto no están hoy en discusión, pero que hacen a la interpretación de un todo.

Nadie discute si los fondos vienen de los cobros de certificaciones o multas, lo que decimos, señor presidente, es que esos fondos están incluidos en la Ley de Emergencia y el Poder Ejecutivo no los excluyó nunca, ni en la ley ni en la reglamentación, por lo tanto, la obligación de pagar, es indubitable.

No estamos diciendo que si la Corte o el Poder Judicial ha emprendido determinadas obras para el mejoramiento del funcionamiento de la Justicia se le nieguen los fondos indispensables para ello, decimos que a los fondos hay que dárselos por derecha y no apropiarse de prepo de lo que no le corresponde, porque precisamente en el estado de derecho, la Corte debe dar el ejemplo del cumplimiento del derecho.

No coincidimos con la expresión del señor diputado Dalla Fontana de que la Corte tiene facultades y nos da órdenes y que a esas órdenes hay que cumplirlas. La Corte Suprema tiene facultades jurisdiccionales y facultades que hacen a la función de gobierno. Si la Corte hubiese declarado, en ejercicio de la facultad jurisdiccional, la inconstitucionalidad de la norma, ésa era una orden, tal como lo dice el señor diputado Dalla Fontana y había que cumplirla, pero la Corte dice expresamente que, sin entrar en el control de constitucionalidad, no es aplicable el artículo 25 y no podía entrar en el control de constitucionalidad porque antes ya había dicho que la ley debe ser analizada en un todo y no se podía analizar o declarar la inconstitucionalidad de un sólo artículo; y aquí está la diferencia y el error del señor diputado Dalla Fontana cuando dice que todas las leyes son iguales.

En la interpretación de la Corte, y me refiero al caso Marozzi, la propia Corte dice que en las leyes de emergencia no se pueden hacer interpretaciones para declarar la inconstitucionalidad de un artículo y en las demás leyes está plagada la jurisprudencia de fallos declarando la inconstitucionalidad de un artículo de una ley. En la emergencia no podía declarar la inconstitucionalidad y así se pronunció en ejercicio de facultades jurisdiccionales, pero cuando actúa en ejercicio de las funciones de gobierno dice si, en virtud del artículo 94º, inciso 4º, esto para nosotros no se aplica; es decir la más evidente dualidad de criterios por parte de la Corte.

Con respecto al pago o no pago del millón ochocientos mil pesos, yo dije que ése era un derecho de los amparistas, lo dijimos en el 92, lo dijimos en el 94, pero no nos hicieron caso y tienen que pagarlo. Lo que decimos es cómo hacen para pagar si la Ley de Emergencia dice que los fallos judiciales por ahora no se cumplen y tienen que ir a la cola para cobrar.

Y lo otro que no me quedó muy claro es esto que el Poder Ejecutivo logró convencer a la Corte, ¿de qué tiene que convencer a la Corte? No sé de qué. El Poder Ejecutivo estaba en ejercicio de una facultad que le había conferido la ley y la Corte no quiso cumplir con la ley. La obligación del Poder Ejecutivo era hacer cumplir la ley, no convencer a la Corte, porque acá no es cuestión de caprichos y menos en estos niveles. ¿Cómo que hay que convencerla a la Corte? Si la Corte tiene razón es una cosa, pero si no la tiene, el Poder Ejecutivo debe exigir el cumplimiento de la ley, que es lo que no se hizo.

Repetimos, ésta era la gran oportunidad para que en esta Provincia en la que hemos coincidido en tantas cosas que no hacen a cuestiones política partidistas, porque ésta no lo es, hubiésemos coincidido los legisladores dando un ejemplo en el país y decir le pusimos coto, a través de la ley, en el marco del consenso generalizado de todos los sectores políticos, a los privilegios que tiene la justicia no sólo en Santa Fe. Hemos desaprovechado la oportunidad. Lo lamentamos, señor presidente. Esperemos que en el futuro sepan aprovechar las oportunidades y no sigamos repitiendo entonces con tanta ligereza que en la Provincia de Santa Fe no se pueden hacer ajustes; acá hay muchos ajustes por hacer, porque creo que esos ajustes hacen al restablecimiento del principio de igualdad constitucional que, evidentemente, no está vigente cuando vemos estas cosas.

SR. ÁLVAREZ, Jorge.– Pido la palabra.

Señor presidente, los integrantes de nuestro bloque, tanto dentro de la Comisión de Presupuesto y Hacienda como en la de Asuntos Constitucionales y Legislación General , planteamos nuestra postura adversa a este mensaje, razón por la cual no hemos adherido a ninguno de los dictámenes. 

Por ello, no vamos a acompañar la aprobación de este mensaje.

SR. ESQUIVEL.– Pido la palabra.

Señor presidente, voy a ser breve en las consideraciones finales. Creo que no debe haber cosa más aburrida que leer un expediente o hacer citas a fojas como lo hice en la presentación inicial donde precisamente traté de hacer una cronología de los hechos y de lo que citaba el expediente, exponiendo las posiciones de uno y de otro, o sea el Poder Ejecutivo en relación a esta modificación presupuestaria y el Poder Judicial, o la Corte concretamente. Reitero, no deber haber cosa más aburrida que leer las fojas de un expediente, pero lo hice deliberadamente porque no es fácil el tema. Creo que estamos confundiendo y mezclando los tantos.

Una cosa es el Poder Ejecutivo administrando, el Poder Legislativo legislando y la Corte controlando y otra cosa, tan difícil, es la interrelación de los poderes. Una cosa es hablar en una banca en la Cámara de Diputados y Senadores y otra cosa es ser gobernador de la Provincia en esta relación permanente y cuasi conflictiva con la Corte Suprema de Justicia o con quien sea.

Digo esto y tengo alguna autoridad para decirlo, porque en este mismo recinto he hablado en alguna oportunidad de que íbamos a tener que debatir el tema de la intangibilidad de las remuneraciones, un tema espinoso, hablé de que íbamos a tener que debatir sobre la inamovilidad de los jueces y también, para no hacernos los distraídos, dije que alguna vez íbamos a tener que hablar de las inmunidades parlamentarias, para aquellos que se van de pico con facilidad utilizando el recinto. Son todos temas espinosos. 

Pero en el tema del Poder Ejecutivo –y acá viene lo que yo quiero dejar claro, no mezclemos los tantos– la única posibilidad que tenía era tratar una modificación presupuestaria, como explicó el diputado Dalla Fontana, que tiene que pasar sí o sí por la Legislatura, de acuerdo a lo que marca la Constitución. La pelea de fondo quedará para cuando haya que darla, pero en algunos temas espinosos escuché muy pocas voces. He hablado de estos temas y creo que no está agotada la posibilidad. Pero acá estaba acotado el tema desde el punto de vista del Poder Ejecutivo. 

Por eso yo comparto muchas cosas que ha dicho el diputado Favario, pero creo que él hace hincapié en una cuestión de interpretación y valoración de lo de la Corte y del Poder Judicial en su conjunto, pero no le acepto cuando dice que la Corte le ha torcido el brazo al gobernador Reutemann. El gobernador de la Provincia, obviamente, en el equilibrio en esa interrelación de poderes, lo único que podía hacer era esto que ha hecho, ante una modificación presupuestaria remitida a la Legislatura. Creo que tenemos sobrados ejemplos de que acá no hablo de torcer el brazo, de ninguna manera y creo que, probablemente, sea un debate pendiente. Reitero, tengo autoridad para decirlo porque lo he planteado en el recinto y algunas cosas he escrito y han salido publicadas sobre estos temas que son espinosos, pero no le carguemos las tintas al Poder Ejecutivo que estaba acotado absolutamente en sus decisiones. Creo que el Poder Ejecutivo ha analizado y ha evaluado esta situación –por eso hablé en algún momento de conflicto de poderes, que es un tema muy delicado– y en la valoración que ha hecho ha determinado la conveniencia de la ratificación de esto y lo ha mandado a la Legislatura respetando lo que es el procedimiento constitucional.

Desde el punto de vista de la Corte, y yo he trabajado y conozco lo que son las leyes de emergencia –en eso coincido con lo que se ha expresado–, la Corte pone una valla casi insalvable y si no hubiera sido el artículo 92, inciso 4º, de la Constitución Provincial, hubiera buscado como yo cité por allí, una acordada de la Corte Nacional donde reitera el tema de los bienes propios, los fondos propios de su libre disponibilidad, etcétera, etcétera, siempre con un fundamento legal, constitucional, para justificar eso.

Pero no le carguemos las tintas al Ejecutivo que estaba acotado en esta decisión, que mandó el decreto ad referéndum del Poder Legislativo, que era lo único, lo posible y lo que indicaba la Constitución.

SR. BULLRICH.– Pido la palabra.

Mencionaba bien el señor diputado Favario que en todo este expediente hubo una serie de asesoramientos de los distintos estamentos y divisiones del Ministerio de Hacienda que aconsejaban la aplicación del artículo 25 de la Ley 11.696. Pero, en última instancia, es la Fiscal de Estado la que debe interpretar y asesorar al Poder Ejecutivo en el camino a seguir. No tengo aquí en mi banca las disposiciones de Fiscalía de Estado, donde menciona que la Fiscal es la instancia última en la interpretación de las normas; no sólo que es de aplicación obligatoria para todas las asesorías sino que, al mismo tiempo, es la que está obligada a dictaminar finalmente antes de que el Ejecutivo disponga en este caso la sanción de un decreto convalidando la violación del artículo 25 de la Ley 11.696.

Decía el diputado Esquivel que leyó todo el expediente, pero falta ese elemento fundamental que es la interpretación jurídica provincial de toda esta problemática o lo que podría ser un conflicto de poderes.

Quiero recordar, para ilustrar a los señores legisladores, qué es lo que dice el famoso artículo 92, que sirve de base para el dictado de la norma de la Suprema Corte de Justicia, que impide al Poder Ejecutivo Provincial disponer de estos excedentes no gastados. 

El artículo 92, inciso 4) –obviamente, el que estamos analizando–, establece: “la Corte Suprema de Justicia dispone, según normas propias, de las partidas para inversión y gastos de funcionamiento asignadas al Poder Judicial, por Ley de Presupuesto, sin perjuicio de rendir cuentas.”

¿Qué significa este artículo? Que no necesita de un decreto del Poder Ejecutivo para gastar las partidas que tiene asignadas en la Ley de Presupuesto. Y este Presupuesto está financiado con los recursos que tiene la Provincia, que al momento de su sanción, el Poder Ejecutivo y la Legislatura –que en definitiva es la que aprueba la ley– estimaron que se van a recaudar durante todo este período, para financiar estos gastos. 

Este dinero que cobra la Corte Suprema de Justicia, a través de la tasa de justicia, no le pertenece en absoluto. Forma parte de los recursos del Presupuesto del Poder Judicial, que a partir de las normas propias podrá gastar o invertir, pero nunca disponer de más dinero del que presupone, o gastar más dinero del que está autorizado por la Ley de Presupuesto. 

Cuando se sancionó esta norma no había un nuevo Presupuesto 2000 en la Provincia; quedó reconducido el anterior. ¿Y qué es reconducir el anterior? Simplemente, poner en vigencia las partidas ordinarias según lo establece la misma Constitución. Esto es para evitar la paralización de la administración, en este caso, la administración de justicia. 

¿Y cómo se va a financiar ese nuevo Presupuesto? Con los recursos, obviamente, que perciba la Provincia y que se van a ir afectando a cada una de las partidas. Si el Poder Judicial no gastó porque no quiso, no pudo o le sobró el dinero, ese dinero vuelve directamente a las arcas provinciales y para poder disponerlo, se necesita de una ley especial. Y siempre, con la Ley de Presupuesto y la Ley Complementaria del Presupuesto, esta Legislatura autorizaba al Poder Ejecutivo a poder utilizarlo en el ejercicio inmediato posterior al vencimiento del Presupuesto, con la reconducción de todos estos excedentes.

Y esto no significa que automáticamente se puedan disponer los recursos; lo que se pueden disponer son los gastos, las partidas: “Yo te autorizo a que gastes tanto, pero si no lo gastaste, esto queda en el Tesoro de la Provincia”. A esta interpretación que estoy haciendo la ratifica plenamente la Provincia en la última Ley Complementaria, cuando modifica lo que establecía el artículo 25 de la Ley Complementaria del año 1999 y recién allí autoriza a los tres poderes a transferir a próximos ejercicios los saldos no invertidos en ejercicios anteriores, provenientes de recursos percibidos en cumplimiento de leyes, decretos y acuerdos nacionales o provinciales que tuvieran afectación a gastos determinados y que no fueron erogados en el ejercicio en que se recondujo el ingreso pertinente. 

Esta última ley que unos meses atrás votó esta Legislatura cierra todas las cuestiones. El Poder Judicial no podía disponer de estos saldos. Y si uno analiza lo presupuestado con lo realmente percibido casi diría que tendríamos que pensar que hubo una intencionalidad para quedarse con este dinero, porque los recursos presupuestados son ínfimos con relación a lo realmente recaudado, en porcentajes que algunas veces supera en más de 10 veces los montos considerados de una cuestión a otra. Se puede hacer un cálculo, porque como decía recién, el cálculo de recursos es estimativo, pero nunca se puede equivocar tanto el Poder Judicial cuando eleva el anteproyecto de Presupuesto, como para quedarse con $ 4.800.000 de excedentes, nada más que por la recaudación de las tasas judiciales. 

Entiendo, señor presidente, que esta ampliación del Presupuesto no es otra cosa más que blanquear una situación de hecho y que a partir de la sanción de esta Ley Complementaria no va a haber más conflictos en la Legislatura, pero hubiera sido necesario que el Poder Judicial cumpliera no solamente con lo que establece el artículo 25 de la ley sino también con lo estipulado en el Presupuesto ya que este artículo sobre la disposición de los excedentes no invertidos también se encuentra en la Ley Complementaria del Presupuesto de 1999 en su artículo 18. Es decir que no solamente han violentado una norma de la Ley de Emergencia sino también una de la Ley Complementaria del Presupuesto. Hubiera sido preferible darles el dinero por derecha y asignarles los aumentos presupuestarios correspondientes con afectación de estos recursos que se excedieron a la normal disposición de las partidas presupuestarias del año 1999.

SR. ESQUIVEL.– Pido la palabra.

Quiero aclararle al señor diputado Bullrich que a fojas 85 y 131 la fiscal de Estado se expide. Uno puede estar de acuerdo o no sobre la cuestión de modificación presupuestaria, que es materia específica y propia del Ministerio de Hacienda, pero no tiene por qué emitir opinión, lo cual uno puede compartir o no.

Termino con una arenga fundamental. Hubo un personaje, un ministro de Economía de este país que llegó a tener la suma del poder público y que hoy está muy de moda, que no pudo con los jueces. Así que las peleas que nos esperan son largas. Ese ministro quiso aplicarles y cobrarles impuestos a las ganancias y no lo logró aunque es un hombre de peso y que tuvo el poder para hacerlo. Por eso diferenciaba hoy el análisis de la Corte, del Poder Judicial con el del Poder Ejecutivo, que son totalmente diferenciados y la pelea recién empieza.

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.

Yo leí el dictamen de la Fiscal y realmente no entendí nada, creo que nadie puede entender nada, excepto el señor diputado Esquivel que lo cita ahora. Quiero saber qué es lo que dice la Fiscal porque sinceramente mi capacidad de entendimiento no me alcanza.

Además –y lo reitero– la jurisprudencia que tenía la Fiscalía de Estado no es aplicable a este caso. Acá la Fiscal debía pronunciarse sobre la aplicación o no de la Ley de Emergencia y no sobre la cuestión presupuestaria o sobre el planteo interjurisdiccional. Acá debía pronunciarse sobre la procedencia o no de la decisión de la Corte Suprema de Justicia y en este sentido tenía que asesorar al Poder Ejecutivo.

Reitero señor presidente, no hay un sólo dictamen en el expediente que le diga al Gobernador que tenía que dictar el decreto que dictó.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va votar en general y en particular, por constar de un solo artículo el proyecto de acuerdo con el dictamen de mayoría de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consecuencia, pasa al Senado.

7 ORDEN DEL DÍA

7.1 DÍA INTERNACIONAL DE LA MUJER

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el Orden del Día Nº 5.

Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 1.

–
Se lee:

Señores diputados :

Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de declaración (Expte. Nº 8218 – P.J.), autoría de la diputada Cavigiuri, por el cual se declara de interés legislativo el “Día Internacional de la Mujer”, al conmemorarse un nuevo aniversario. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto ha perdido vigencia, esta Comisión ha resuelto aconsejaros su archivo.– 

Sala de la Comisión, 14 de marzo de 2001.


Esquivel – Meotto – Reutemann – D’Ambrosio – Migno – Favario – Barrera – Dalla Fontana – Strada

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el dictamen que recomienda el pase al Archivo del proyecto.

–
Resulta aprobado.

7.2 ANTECEDENTES DEL OFICIAL JUAN RAMÓN FARÍAS

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 2.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 8195 – B.R.A.), autoría de los diputados D’Ambrosio y Tate, por el cual se solicita de un pormenorizado informe respecto de los antecedentes del oficial Juan Ramón Farías, quien fuera titular de la seccional policial de la localidad de Angélica; y, atento a los estudios realizados y las razones que dará su miembro informante, esta Comisión ha resuelto introducir modificaciones al texto propuesto, por lo que os aconseja le prestéis vuestra aprobación al siguiente:

 EÍ "Cantecedentes del oficial juan ramón farías" 
“La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo por intermedio del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, informe acerca de lo siguiente:

1.– Copia de la foja de servicios y antecedentes de la carrera policial de quien fuera el titular de la Seccional Policial de la localidad de Angélica, Oficial Juan Ramón Farías, con indicación de fecha de ingreso a la repartición, estudios realizados, fecha de sus ascensos y destinos. En el informe se incluirá toda evaluación que hayan realizado instructores o personal superior con respecto a las características de la personalidad y el comportamiento del agente policial. Se indicará asimismo sobre faltas disciplinarias y afines, con mención de la fecha, características de las mismas y eventuales sanciones y/o amonestaciones.

2.– Si existen antecedentes sobre graves incidentes que habría protagonizado el aludido Farías y que motivara la intervención del Equipo de Violencia de la Dirección de Minoridad. En su caso se solicita informe si se ha ordenado investigación alguna sobre los hechos aludidos, y, de ser posible, la remisión de una copia íntegra de las actuaciones labradas”.

Sala de la Comisión, 7 de marzo de 2001.


Esquivel – Becker – Reutemann – D’Ambrosio – Migno – Favario – Barrera – Dalla Fontana

proyecto de comunicación ORIGINAL


La Cámara de Diputados de la Provincia, vería con agrado que el Poder Ejecutivo de la Provincia, a través del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, informe acerca de lo siguiente:

1) Si en los organismos pertinentes, dependientes de ese Ministerio, se ubican antecedentes de la personalidad de quien fuera el titular de la Seccional Policial de la localidad de Angélica, Oficial Juan Ramón Farías.

2)  Descripción pormenorizada de los antecedentes en la carrera policial del mencionado, con indicación de fecha de ingreso a la repartición, estudios realizados, fecha de sus ascensos y destinos. En el informe se incluirá toda evaluación que hayan realizado instructores y/o personal superior con respecto a las características de la personalidad y el comportamiento del agente policial. Se indicará asimismo sobre faltas disciplinarias y afines, con mención de la fecha, características de las mismas y eventuales sanciones y/o amonestaciones.

3)  Si existen antecedentes sobre graves incidentes que habría protagonizado el aludido Farías en los primeros días de diciembre o fecha próxima, en los cuales habría provocado severos daños a la vivienda de su ex pareja y habría golpeado a la misma. Si como consecuencia de tales hechos, Farías habría sido detenido con intervención del Comando Radioeléctrico y habría permanecido detenido durante veinte días. En su caso, razones por las que fuera puesto en libertad y autoridad que ordenara tal medida.

4)  Si como consecuencia de los hechos mencionados en los apartados precedentes el Equipo de Violencia de la Dirección de Minoridad ha tomado alguna intervención en los mismos y cuenta con antecedentes de estos hechos, remitiendo en su caso, copia íntegra de los mismos.

5)  Si con motivo de estos hechos el Ministerio y/o las autoridades policiales han ordenado alguna investigación sobre los mismos.

FUNDAMENTOS DE Los autores del PROYECTO

Señor Presidente:


El especial clima que rodea la conmemoración de la Navidad, se vio alterado en diversos sectores de la sociedad, fundamentalmente de la ciudad de Rosario donde ocurrió el hecho, por el brutal asesinato que una joven mujer padeciera a manos de su ex pareja y ante la mirada del pequeño hijo de ambos.


El hecho, con ser singularmente grave y doloroso, no hubiera dejado de ser un caso individual vinculado con pasiones privadas, si no hubieran surgido algunos detalles que obligan a la promoción del presente.


Ante todo la condición del asesino: funcionario policial con el grado de oficial y titular de la Seccional Policial de la localidad de Angélica. El mismo habría utilizado para perpetrar el delito –al parecer reiteradamente anunciado– el arma reglamentaria y protagonizado una espectacular fuga con serio accidente incluido y utilización de otros bienes del Estado.


Pero lo más grave surge cuando trascendidos periodísticos de verosimilitud comprobada (V. Diario “La Capital”, ed. 27.12.00, pág 30 y Rosario 12 misma fecha) dan cuenta de reiterados antecedentes de Farías que denotan una personalidad violenta y desquiciada que en reiteradas ocasiones habría protagonizado hechos de agresión y violencia que preanunciaban el trágico desenlace.

Y esa gravedad se convierte en estupor al advertir que en el mismo mes del asesinato, Farías habría protagonizado un hecho más, en la prolongada secuencia de amenazas y agresiones, y por razón del cual fuera detenido durante un tiempo con intervención del Comando Radioeléctrico y reparticiones como la Dirección de la Minoridad.


Resulta inexplicable que con tales antecedentes Farías haya sido ascendido o al menos designado recientemente como jefe de un destacamento, que estuviera en libertad y, más aún, mantuviera el ejercicio de sus funciones que le facilitaron en extremo la comisión del grave delito.


Ante la evidente desprotección que la laxitud de los controles y la liberalidad de los procedimientos permiten, es evidente que se ahonda la preocupación por el real estado de control sobre las fuerzas de seguridad para que ellas se constituyan en guardianes de la vida y de los derechos de la ciudadanía y no en otro peligro, quizás el más grave, para la sociedad.


Hace pocos días el Señor Ministro de Gobierno sostenía con énfasis que en nuestra provincia no había casos de “gatillo fácil”. Cuando se advierte la existencia de hechos como el que motiva este pedido de informes no podemos dejar de interrogarnos sobre qué base se formulan tan ligeras y livianas afirmaciones.


Por lo expuesto solicito el apoyo de los señores diputados para la aprobación del presente.

Tate – D’Ambrosio

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

7.3 DENUNCIA DE CARLOS A. FARINA

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 3.

–
Se lee:

Señores diputados :

Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el expediente Nº 607/01 – Nota Particular “El Sr. Farina Carlos Alfredo, remite nota con copia de la denuncia causa 450/2000 Tribunal de San Lorenzo (Juzgado en lo Penal – Distrito Nº 12 Correc.); y, atento a los estudios realizados y las razones que dará su miembro informante, esta Comisión ha resuelto aconsejar el archivo del presente, dado que la cuestión no constituye materia de análisis legislativo.

Sala de la Comisión, 14 de marzo de 2001.


Esquivel – Meotto – Reutemann – D’Ambrosio – Migno – Favario – Barrera – Dalla Fontana – Strada

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el dictamen que recomienda el pase al Archivo del proyecto.

–
Resulta aprobado.

7.4 CONVENIO CON LA SECRETARÍA PYME DE LA NACIÓN

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 4.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Industria y Comercio ha considerado el proyecto de declaración (Expte. Nº 7374 – P.J.), por el cual se expresa el sentir del Cuerpo ante la firma del convenio celebrado entre el Gobierno de la Provincia, la Secretaría de la Pequeña y Mediana Empresa de la Nación y el Nuevo Banco de Santa Fe S.A. y, atento a los antecedentes colectados y agregados al expediente, os aconseja prestéis aprobación al pase al archivo del mismo.

Sala de la Comisión, 21 de diciembre de 2000.


Giorgetti – Bermúdez – Giardino – Sellarés – Zogbi

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de declaración (Expte. Nº 7374 – P.J.), presentado por el diputado Giorgetti, por el que se expresa el sentir del Cuerpo ante la firma del convenio celebrado entre el Gobierno de la Provincia, la Secretaría de la Pequeña y Mediana Empresa de la Nación y el Nuevo Banco de Santa Fe S.A. y atento a los antecedentes colectados y agregados al expediente, esta Comisión aconseja el pase al archivo del proyecto.

Sala de la Comisión, 08 de marzo de 2001.


Paganini – Alvarez J. – Cecchi – Pochettino – Basaldella – Bullrich

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el dictamen de comisión que aconseja el pase al Archivo.

–
Resulta aprobado.

7.5 EMPRESA JINARG S.A.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 5.

· Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Industria y Comercio ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 7765 – B.R.A.), por el cual se solicitan al Poder Ejecutivo diversos informes relacionados con la Empresa Jinarg S.A. radicada en la ciudad de Avellaneda, departamento General Obligado y, atento a los fundamentos expuestos os aconseja le prestéis aprobación al siguiente:

“La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio, informe sobre los siguientes aspectos vinculados a las actividades de la empresa Jinarg S.A. de la ciudad de Avellaneda:

1) Si la empresa ha sido beneficiada en el marco de la Ley N° 8.478 – de Promoción Industrial –, y si los beneficios concedidos son provisorios o definitivos.

2) Cuáles han sido los beneficios concedidos a la empresa. Indicar si se han otorgado beneficios adicionales a los previstos en la Ley 8.478.

3) En qué fecha ha iniciado su producción y cuál ha sido la cantidad de unidades terminadas, mes a mes, desde el comienzo de sus actividades. Indicar además, marcas y modelos de motos producidas en la Provincia.

4) Cuáles han sido las inversiones verificadas en bienes de uso por parte de la empresa.

5) Cuál es el capital de origen nacional de la misma.

6) Personal ocupado por la empresa.

7) Describir sintéticamente las actividades desarrolladas en el establecimiento, detallando las partes de producción nacional y las partes importadas.

8) Describir los servicios técnicos con que contarán los compradores de unidades producidas por la empresa”.

Sala de la Comisión, 22 de noviembre de 2000.

Giorgetti – Di Pollina – Sellarés – Zogbi

Señores diputados:

 
Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 7765 – B.R.A.), presentado por la diputada Tate, por el que se solicitan al Poder Ejecutivo diversos informes relacionados con la Empresa Jinarg S.A. radicada en la ciudad de Avellaneda, departamento General Obligado; y por las razones invocadas os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "Cempresa jinarg s.a." 
“La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio, informe sobre los siguientes aspectos vinculados a las actividades de la empresa Jinarg S.A. de la ciudad de Avellaneda:

1) Si la empresa ha sido beneficiada en el marco de la Ley N° 8.478 – de Promoción Industrial –, y si los beneficios concedidos son provisorios o definitivos.

2) Indicar si se han otorgado beneficios adicionales a los previstos en la Ley 8.478.

3) En qué fecha ha iniciado su producción y cuál ha sido la cantidad de unidades terminadas, mes a mes, desde el comienzo de sus actividades. Indicar además, marcas y modelos de motos producidas en la Provincia.

4) Cuáles han sido las inversiones verificadas en bienes de uso por parte de la empresa.

5) Cuál es el capital de origen nacional de la misma.

6) Personal ocupado por la empresa.

7) Describir sintéticamente las actividades desarrolladas en el establecimiento, detallando las partes de producción nacional y las partes importadas.

8) Describir los servicios técnicos con que contarán los compradores de unidades producidas por la empresa”.

Sala de la Comisión, 08 de marzo de 2001.


Paganini – Alvarez, J. – Cecchi – Pochettino – Basaldella – Bullrich

PROYECTO DE COMUNICACIÓN original

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio, informe sobre los siguientes aspectos vinculados a las actividades de la empresa Jinarg S.A. de la ciudad de Avellaneda:

1) Si la empresa ha sido beneficiada en el marco de la Ley N°8478 de promoción industrial, y si los beneficios concedidos son provisorios o definitivos.

2) Cuáles han sido los beneficios concedidos a la empresa. Indicar si se han otorgado beneficios adicionales a los previstos en la Ley 8478.

3) En qué fecha ha iniciado su producción y cuál ha sido la cantidad de unidades terminadas, mes a mes, desde el comienzo de sus actividades. Indicar además marcas y modelos de motos producidas en la Provincia.

4) Cuáles han sido las inversiones verificadas en bienes de uso por parte de la empresa.

5) Cuál es el capital de origen nacional de la misma.

6) El personal ocupado por la empresa.

7) Describir sintéticamente las actividades desarrolladas en el establecimiento, detallando las partes de producción nacional y las partes importadas.

8) Describir los servicios técnicos con que contarán los compradores de unidades producidas por la empresa.

FUNDAMENTOS DE La autora del PROYECTO

Señor Presidente:

Entre los vehículos que el Poder Ejecutivo aspira a comprar en forma directa, y que forma parte del Mensaje N°2323, se encuentran doscientas motocicletas JC 125–12, las que serían destinadas a la Policía Provincial.

Se ha sostenido que la compra tiene por objeto dar cumplimiento a un compromiso del señor Gobernador, pero además el Mensaje sostiene en su último considerando que la intención es “…fomentar la reactivación productiva tendiente al desarrollo económico de la región mediante la adquisición de bienes de capital producidos en su territorio…”

El objetivo expuesto que compartimos, encuentra sin embargo algunos reparos, en especial si tenemos en cuenta que por lo que hemos indagado no existen constancias oficiales que indiquen que la empresa haya iniciado su producción pues se han encontrado dificultades para la importación de las motos que luego armaría en Avellaneda.

En este contexto, sostener que se propicia la compra de bienes producidos en nuestro territorio, merece por lo menos la confirmación, a efectos de evitar que esta compra directa favorezca sólo a los importadores en perjuicio de industriales y comerciantes radicados desde hace años en la Provincia.

También resulta imprescindible conocer detalles sobre las actividades de la empresa, para conocer su solvencia técnica, las características y calidad de sus productos, y fundamentalmente los servicios con que contará la Provincia para la atención de las unidades que eventualmente compre.

En síntesis, los interrogantes están planteados en el cuestionario que, esperamos, a la brevedad sean evacuados por el MAGIC, a través de sus organismos dependientes.

Por las razones expuestas, solicitamos a los señores diputados la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Alicia E. Tate

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda.

–
Resulta aprobado.

7.6 RÉGIMEN de promoción industrial

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 6

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Industria y Comercio ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 7869 – F.P.S.), por el cual se solicitan diversos informes acerca de la aplicación de la Ley Nº 8.478 – de Promoción Industrial – y, atento a los fundamentos expuestos, os aconseja prestéis vuestra aprobación al siguiente:

 EÍ "Crégimen de promoción industrial" 
“La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través de los organismos que corresponda, proceda a informar:

1) Nómina de los emprendimientos industriales promocionados por aplicación de la Ley 8.478, desde el 01–01–92 a la fecha, y monto total anual erogado y/o eximido, según corresponda, en tal concepto.

2) Alcances y prioridades de radicación e inversión que, en ejercicio de las facultades conferidas por el Artículo 2º de la Ley 8.478, fijó anualmente el Poder Ejecutivo desde 1992 a la fecha.

3) Valoración de la relación costo beneficio que el Poder Ejecutivo realiza de los emprendimientos comprendidos en el punto 1º.

4) Si el Poder Ejecutivo concedió alguno de los beneficios comprendidos en los incisos b), al e), del Artículo 4º de la Ley Nº 8.478 y, en tal caso, especifique qué incentivos y a qué emprendimientos los concedió desde 1992 a la fecha.

5) En qué casos y con qué resultados ejerció el Poder Ejecutivo desde 1992 a la fecha, las facultades conferidas por los Artículos 7º y 8º de la Ley 8.478”.

Sala de la Comisión, 29 de noviembre de 2000.


Giorgetti – Di Pollina – Giardino – Sellarés – Zogbi

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 7869 – F.P.S.), presentado por los diputados Cecchi, Di Pollina y Baudín, por el que se solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo correspondiente, informe en torno a lo otorgado en el marco de la Ley Nº 8.478 (Régimen de Promoción Industrial); y atento al dictamen de la Comisión de Industria y Comercio, esta Comisión ha resuelto adherirse al mismo.

Sala de la Comisión, 08 de marzo de 2001.


Paganini – Alvarez, J. – Cecchi – Pochettino – Basaldella – Bullrich

proyecto de comunicación original

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del órgano que corresponda, proceda a informar:

1º – Nómina de los emprendimientos industriales promocionados a través de la Ley 8.478, desde el 01–01–92 a la fecha, y monto total anual erogado y/o eximido, según corresponda, en tal concepto.

2º – Beneficios otorgados a las empresas General Motors S.A. y Jinarg S.A., al beneficiarlas con la citada promoción industrial, y monto total anual erogado y/o eximido, según corresponda, en tal concepto.

3º – Alcances y prioridades de radicación e inversión que en ejercicio de las facultades conferidas por el Artículo 2º de la Ley 8.478, fijó anualmente el Poder Ejecutivo desde 1992 a la fecha.

4º – Valoración de la relación costo–beneficio que el Poder Ejecutivo realiza de los emprendimientos comprendidos en el primer punto.

5º – Si el Poder Ejecutivo ejerció la facultad otorgada por los incisos b) a f) del Artículo 4º de la Ley de marras, y en tal caso, especifique qué incentivos y a qué emprendimientos los concedió desde 1992 a la fecha.

6º – En qué casos y con qué resultados ejercitó el Poder Ejecutivo desde 1992 a la fecha, las facultades conferidas en los Artículos 7º y 8º de la Ley 8.479.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente: 


A finales de la década del ´70, el Poder Ejecutivo promulga la Ley Nº 8.478, por el que se instituye “un régimen de promoción industrial con la finalidad de propender al desarrollo económico y social de la Provincia, mediante el apoyo a una inversión industrial orgánica, racional y regionalmente equilibrada”.


En ese marco, el Poder Ejecutivo debe establecer “anualmente los alcances y las prioridades de radicación e inversión, en función de la orientación industrial”, enumerándose en el Artículo 4º de la norma, “los incentivos para alcanzar la finalidad de la ley”.


Esta norma dejaba librado al Poder Ejecutivo una serie de facultades, alguna de las cuales la ejerció con absoluta discrecionalidad, como por ejemplo con el dictado del Decreto Nº 3324/95 del 23–11–95 que amplía las exenciones impositivas establecidas en el marco de la Ley 8.478 y dos semanas más tarde, el 06–12–95, por Resolución 596 del MAGIC, se declara a General Motors “comprendida en el régimen de la Ley Nº 8.478 y disposiciones complementarias”, y en su encuadre se la exime del pago de los aportes patronales Ley 5.110 y del pago de la patente automotor “para los automóviles, remolques o acoplados de propiedad de la empresa, radicados en la Provincia de Santa Fe y afectados a la actividad promovida”, dejando la sensación que la modificación a la norma se realizó para beneficiar a la Empresa.


Por todo ello necesitamos informarnos acerca de la aplicación de la Promoción Industrial y los costos beneficios que la misma ha tenido para nuestra Provincia, para evaluar así la conveniencia de la norma en la práctica y su incidencia para generar riqueza y empleo.

Baudín – Di Pollina – Cecchi.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

7.7 DISPOSICIONES del código alimentario argentino

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 7.

· Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Industria y Comercio ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8046 – P.J.), por el cual se solicita al Poder Ejecutivo instrumente campañas de difusión respecto a las disposiciones del artículo 186 Bis, inciso 2.16 del Código Alimentario Argentino y de la Resolución MERCOSUR 3/92, referida a envases y materiales para el envasado de alimentos y, atento a los fundamentos expuestos, os aconseja prestéis aprobación al mismo.

 EÍ "Cdisposiciones del código alimentario argentino" 
“La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través de los organismos correspondientes, instrumente en todo nuestro territorio campañas de difusión, con el objeto de informar pormenorizadamente sobre lo establecido por Resolución Mercosur 3/92 y por el art. 186 bis – inciso 2.16 del Código Alimentario Argentino, en lo referente a envases y materiales en contacto con alimentos, y las pautas que se deben respetar en la utilización de los mismos”.

Sala de la Comisión,16 de noviembre de 2000.


Giorgetti – Di Pollina – Giardino – Sellarés – Zogbi

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8046 – P.J.), del diputado Giorgetti; solicitando instrumente campañas de difusión respecto de lo establecido por Resolución Mercosur 3/92 y por artículo 186 bis–inciso 2.16 del código alimentario argentino (envases y materiales en contacto con alimentos); y no encontrando objeciones que formular al mismo, aconsejamos prestéis vuestra aprobación.

Sala de la Comisión, 8 de marzo de 2001.


Sellarés – Villalba – Broda – Reutemann – Mazziotta

FUNDAMENTOS DEL AUTOR DEL PROYECTO

Señor Presidente:


Es fundamental reconocer que los envases de alimentos deben estar correctamente habilitados, ya que los materiales pueden trasmitir riesgos químicos a los alimentos que contienen. Es por ello que todos los envases y materiales en contacto con alimentos deberán estar habilitados por la unidad sanitaria correspondiente, que podrá ser el SENASA, el Instituto Nacional de Alimentos o la Dirección de Bromatología en el caso de ser fabricados en el ámbito de nuestra provincia.


Los fabricantes de productos alimenticios que soliciten la aprobación deberán presentar también el certificado de habilitación del envase correspondiente, a los fines de dar curso favorable a dicho trámite ante la Dirección Provincial de Bromatología. En la provincia existen alrededor de cincuenta fábricas productoras de envases de materiales como cartón, plástico y vidrio y con esta medida se pretende evitar los riesgos químicos de los materiales que pudieran pasar del envase a los alimentos que contienen.


Es menester rescatar lo establecido por el Código Alimentario Nacional quien establece que “ se entiende por envases alimentarios los destinados a contener alimentos acondicionados en ellos desde el momento de la fabricación, con la finalidad de protegerlos hasta el momento de su uso por el consumidor de agentes externos de alteración y contaminación, así como de la adulteración”.


Quien fabrica los envases es el responsable de obtener la habilitación. De todas maneras a pesar de haberse implementado en mayo del año 99, es un proceso lento que requiere una toma de conciencia por parte del fabricante de alimentos. Aunque se fue dando aviso a los fabricantes, todavía falta más difusión y concientizar a la gente de la ventaja de observar las normas vigentes; esto ha sido reconocido por autoridades de la Dirección de Bromatología de nuestra provincia, quienes han manifestado públicamente la necesidad de realizar campañas de difusión en la materia.


Por los motivos expuestos precedentemente, solicito a mis pares aprueben el presente proyecto de comunicación.

Jorge Giorgetti

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

7.8 CONSTRUCCIÓN de dársenas en la ruta provincial nº 10

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 8.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 6875 – B.R.A.), presentado por el diputado Ritter, en el cual solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo correspondiente, arbitre las medidas necesarias para la inclusión en el Plan de Obras Públicas para el año 2000, del Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos para dicho ejercicio, de la construcción de dársenas para el estacionamiento de camiones y vehículos para el transporte de leche, ubicadas en los Kilómetros 198–Oeste, 200–Oeste, 205,5–Oeste, 208,5–Oeste y límite con Colonia Sarmiento; 212–Oeste; 215–Oeste; 220,5–Oeste, 223–Oeste y 224–Norte de la Ruta Provincial Nº 10 – tramo Sarmiento, Felicia – Nuevo Torino, departamento Las Colonias; atento a los fundamentos expuestos por el autor del mismo y las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al texto que a continuación se transcribe:

 EÍ "Cconstrucción de dársenas en la ruta provincial nº 10" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través de la Dirección Provincial de Vialidad, arbitre las medidas necesarias para la inclusión en el Plan de Obras Públicas para el año 2002, del Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos para dicho ejercicio, de la construcción de dársenas para el estacionamiento de camiones y vehículos para el transporte de leche, ubicadas en los kilómetros 198–Oeste; 200–Oeste; 205,5–Oeste; 208,5–Oeste y límite con Colonia Sarmiento; 212–Oeste; 215–Oeste; 220,5–Oeste; 223–Oeste y 224– Norte de la Ruta Provincial N° 10 – tramo Sarmiento–Felicia–Nuevo Torino, que posibilite el estacionamiento sin riesgos de los camiones recolectores de leche en los días de lluvia”.
Sala de la Comisión, 1 de marzo de 2001.


Giardino – Basaldella – Paganini – Baudín – Grbavac – Alvarez, R. – Ritter

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 6875 – B.R.A.), presentado por el diputado Ritter, por el que se solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo correspondiente, arbitre las medidas necesarias para la inclusión en el Plan de Obras Públicas para el año 2000, del Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos para dicho ejercicio, de la construcción de dársenas para el estacionamiento de camiones y vehículos para el transporte de leche, ubicadas en los Kilómetros 198–Oeste, 200–Oeste, 205,5–Oeste, 208,5–Oeste y límite con Colonia Sarmiento; 212–Oeste; 215–Oeste; 220,5–Oeste, 223–Oeste y 224–Norte de la Ruta Provincial Nº 10 – tramo Sarmiento, Felicia – Nuevo Torino, departamento Las Colonias; y atento al dictamen de la Comisión de Obras y Servicios Públicos, esta Comisión ha resuelto adherirse al mismo.

Sala de la Comisión, 8 de marzo de 2001.


Paganini – Alvarez,J. – Basaldella – Bullrich – Pochettino – Cecchi

fundamentos del AUTOR DEL proyecto

Señor Presidente:

La traza recorrida por la Ruta Provincial N°10 en el tramo que une a Nuevo Torino con Felicia y Sarmiento sirve de comunicación para una importante cantidad de productores lecheros que, en conjunto entregan alrededor de 200.000 litros diarios de producción.

En días de lluvia, cuando los camiones recolectores no pueden acercarse a los establecimientos productores por estar intransitables para ellos los caminos de tierra, deben proceder a la recolección en puntos predeterminados, normalmente en la intersección de caminos rurales con la Ruta Provincial N°10 y proceder allí al transbordo de la leche.

La carencia de dársenas para el estacionamiento de camiones obliga a éstos a hacerlo sobre la calzada entorpeciendo el tránsito y aumentando sensiblemente los riesgos de accidentes.

Los Presidentes Comunales de Felicia y Sarmiento se han mostrado particularmente preocupados por tal situación, inquietud que es compartida por toda la comunidad, especialmente por los productores lecheros y las empresas lácteas que operan en la zona.

Existe coincidencia entre todos de que los problemas actuales podrían tener solución con una inversión reducida, si se construyeran dársenas para el estacionamiento de camiones y carros lecheros, en lugares adecuados, y en función de ello se han permitido sugerir estos sitios, según se consigna en el plano y nota adjunta y en el presente proyecto.

Por las razones expuestas, solicitamos a los señores diputados la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Oscar Ritter

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

 EÍ "Cconstrucción de dársenas en la ruta provincial nº 1 (MODIFICACIÓN PROPUESTA POR EL señor diputado GIARDINO)" 
SR. GIARDINO.– Pido la palabra.

Solicito que se suprima de su redacción –específicamente en el cuarto renglón– “para dicho ejercicio, de”.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto con la modificación introducida por el señor diputado Giardino.

–
Resulta aprobado.

7.9 SEÑALIZACIÓN ruta provincial nº 1

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 9

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8064 – P.J.), presentado por el diputado Sellarés, en el cual solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo correspondiente, posibilite que la ruta provincial Nº 1 sea señalizada en forma horizontal y vertical procediendo al desmalezamiento de defensas y banquinas; atento a los fundamentos expuestos por los autores del mismo y las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación.

“La Cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, posibilite que la ruta provincial Nº 1 sea señalizada en forma horizontal y vertical procediendo al desmalezamiento de defensas y banquinas”.–

Sala de la Comisión, 1 de marzo de 2001.


Giardino – Basaldella – Paganini – Baudín – Grbavac – Alvarez, R. – Ritter

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8064 – P.J.), presentado por el diputado Sellarés, por el que se solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo correspondiente, posibilite que la ruta provincial Nº 1 sea señalizada en forma horizontal y vertical procediendo al desmalezamiento de defensas y banquinas; y por las razones invocadas os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto: 

 EÍ "Cseñalización ruta provincial nº 1" 
“La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo contemple la posibilidad, dentro de las partidas presupuestarias, de proceder a la señalización horizontal y vertical de la ruta provincial Nº 1, y al desmalezamiento de defensas y banquinas”.

Sala de la Comisión, 8 de marzo de 2001.


Paganini – Alvarez,J. – Basaldella – Bullrich – Pochettino – Cecchi

PROYECTO DE comunicación original


La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, posibilite que la ruta provincial Nº 1 sea señalizada en forma horizontal y vertical procediendo al desmalezamiento de defensas y banquinas.

fundamentos del AUTOR DEL proyecto

Señor Presidente:


La ruta provincial Nº 1 se inicia en el viaducto a Paraná, camino a La Guardia hasta la intersección con la ruta Nº 11, jurisdicción Reconquista.


Por ser una ruta muy utilizada por el tránsito pesado, se encuentra muy transitada y frecuentemente poblada de animales, que en forma habitual pastan a la vera del camino, ya que las defensas se encuentran pegadas a la ruta, completamente tapadas por malezas.


En función de lo expuesto y como agravante, la misma se encuentra sin señalizar, faltando la demarcación horizontal correspondiente; los controles indicadores faltan y los existentes son obsoletos y en su mayoría no visibles.


Quien suscribe este proyecto lo transita semanalmente por la tarea legislativa y al principio de año se presentó un proyecto de comunicación similar, con fecha 16 de marzo, Nº de expediente 6887, pero no se contó con la respuesta favorable del organismo responsable.


Por los motivos expuestos, solicito a mis pares el voto favorable a este proyecto de comunicación.

Francisco Sellares

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda.

–
Resulta aprobado.

 EÍ "Cseñalización ruta provincial nº 1 (MODIFICACIÓN PROPUESTA POR EL señor diputado pAGANINI)" 
SR. PAGANINI.– Pido la palabra.

Solicito una corrección en el dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda para que se suprima la expresión “dentro de las partidas presupuestarias”. Quedará redactado de la siguiente manera: “La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo contemple la posibilidad de proceder a la señalización horizontal y vertical de la ruta provincial nº1, y al desmalezamiento de defensas y banquinas”.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde votar la reconsideración de la votación del proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace más uso de la palabra se va a votar el proyecto con las modificaciones introducidas por el señor diputado Paganini.

–
Resulta aprobado.

7.10 REPARACIÓN puente sobre bañado arroyo Cañada de Flesia

SR. PRESIDENTE (Hammerly).–Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 10.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8166 – P.J.), presentado por la diputada Schachner, en el cual solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo correspondiente, agilice los estudios llevados adelante por la Dirección Provincial de Hidráulica para reacondicionar y refaccionar la infraestructura del puente y sus aliviadores ubicados sobre el Bañado Arroyo Cañada de Flesia sobre el camino comunal ripiado Nº 45 en la zona rural de la localidad de Humboldt, departamento Las Colonias; atento a los fundamentos expuestos por la autora del mismo y las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación.

 EÍ "Creparación puente sobre bañado arroyo cañada de flesia" 
“La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Hacienda y Finanzas a cargo de Obras, Servicios Públicos y Vivienda, agilice los estudios llevados adelante por la Dirección Provincial de Hidráulica para reacondicionar y refaccionar la infraestructura del puente y sus aliviadores ubicados sobre el Bañado Arroyo Cañada de Flesia sobre el camino comunal ripiado Nº 45 en la zona rural de la localidad de Humboldt, Departamento Las Colonias.”

Sala de la Comisión, 1 de marzo de 2001.


Giardino – Basaldella – Paganini – Baudín – Grbavac – Alvarez, R. – Ritter

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8166 – P.J.), presentado por la diputada Schachner, por el que se solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo correspondiente, agilice los estudios llevados adelante por la Dirección Provincial de Hidráulica para reacondicionar y refaccionar la infraestructura del puente y sus aliviadores ubicados sobre el Bañado Arroyo Cañada de Flesia sobre el camino comunal ripiado Nº 45 en la zona rural de la localidad de Humboldt, departamento Las Colonias; y atento al dictamen de la Comisión de Obras y Servicios Públicos, esta Comisión ha resuelto adherirse al mismo. 

Sala de la Comisión, 8 de marzo de 2001.


Paganini – Alvarez,J. – Basaldella – Bullrich – Pochettino – Cecchi

fundamentos de lA AUTORA DEL proyecto

Señor Presidente:


El presente proyecto pretende que la Dirección Provincial de Hidráulica dependiente del Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda dependiente actualmente del Ministerio de Hacienda y Finanzas de la Provincia de Santa Fe agilice los estudios llevados adelante por la citada repartición desde hace aproximadamente un año y proceda a la efectiva reparación del puente y sus aliviadores situados sobre el camino comunal ripiado Nº 45 sobre el Bañado Arroyo Cañada de Flesia.


Es importante considerar la ubicación de la citada obra de infraestructura que se requiere para tomar real dimensión del inconveniente que la situación actual plantea en la zona rural de la Localidad de Humboldt, departamento Las Colonias ya que dista unos 1.500 metros al norte de la Ruta Provincial Nº 70 desde la Planta Industrial Milkaut en Colonia La Nueva.


La Cañada de Flesia es un curso cuyo caudal de agua no es significativo durante la mayor parte del año pero que ante cualquier precipitación en las distintas estaciones que comprende un año, el caudal aumenta significativamente ya que el canal es una continuación del canal norte de Rafaela y evacúa una de las cuencas hídricas que reúne aguas de Rafaela, Bella Italia, Nuevo Torino, Felicia y Grütly.


El puente existente data de 1930 y su estado es deplorable y ha colapsado ya que por el mismo se transportan la producción lechera y cerealera de más de 5.000 hectáreas, productos que son procesados y acopiados respectivamente en las plantas lecheras y acopiadoras de la localidad de Humboldt.


También por el citado camino se trasladan los alumnos que cursan sus estudios en la Escuela Primaria Rural Nº 335 “Mariano Moreno” y que ante el inminente derrumbe del puente provoca serios riesgos y miedos a los niños que deben pasar por el mismo.


Dado que la Comuna de Humboldt ha realizado intensas gestiones y a la fecha no ha obtenido respuesta favorable a la efectiva reparación de la obra de infraestructura en cuestión, es que se hace necesario la urgente solución del inconveniente suscitado.


Por lo expuesto es que solicito a mis pares el tratamiento y aprobación del presente proyecto.

Elida Beatriz Schachner

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

7.11 AUTOMÓVIL patrullero para la policía de Franck

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 11

–
Se lee:

Señores diputados :

Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8076 – B.R.A.), autoría del diputado Ritter, por el cual se solicita se provea de un automóvil patrullero a la policía provincial de Franck y otro para la de Las Tunas, departamento Las Colonias. Y, atento a los estudios realizados y las razones que dará su miembro informante, esta Comisión ha resuelto emitir el presente dictamen, al que os aconseja le prestéis vuestra aprobación.

 EÍ "Cautomóvil patrullero para la policía de franck" 
“La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, arbitre las medidas necesarias para afectar un móvil al servicio policial en la localidad de Franck y otro a la localidad de Las Tunas, ambas del departamento Las Colonias”.

Sala de la Comisión, 28 de noviembre de 2000.


Esquivel – Becker – Dalla Fontana – Migno – Favario – Barrera – D’Ambrosio – Reutemann – Strada

Señores diputados :

Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8076 – B.R.A.), presentado por el diputado Ritter, por el que se solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, arbitre las medidas necesarias para proveer de un automóvil patrullero a la policía provincial de Franck y otro para la de Las Tunas, y atento a que el proyecto cuenta con dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, esta Comisión ha resuelto adherirse al mismo.–

Sala de la Comisión, 8 de marzo de 2001.–

Paganini–Alvarez,J.–Basaldella–Bullrich–Pochettino–Cecchi–

proyecto de comunicación original

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, arbitre las medidas necesarias para proveer de un automóvil patrullero a la Policía Provincial de Franck y otro para la de Las Tunas.

FUNDAMENTOS DEL AUTOR DEL PROYECTO

Señor Presidente:


El crecimiento del delito lleva a la necesidad de una creciente acción policial que demanda de medios idóneos para el cumplimiento de sus cometidos.


En este sentido, cuando la cobertura espacial incluye áreas rurales, la necesidad de contar con vehículos automotores aptas resulta imperiosa.


Esta circunstancia y los planes que ha expuesto públicamente el Poder Ejecutivo, en vinculación con la compra de vehículos con destino a la Policía Provincial nos inducen a solicitar la provisión de uno para la Policía de Franck y otro para la de Las Tunas.


Por las razones expuestas, se solicita a los señores diputados la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Oscar Raúl Ritter

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

7.12 MÓVIL PARA destacamento policial en Rosario

SR. PRESIDENTE (Hammerly).–Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 12.

–
Se lee:

Señores diputados :

Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 8141 – P.J.), autoría del diputado Bermúdez, por el cual se solicita que se suministre un móvil al destacamento policial 24, sito en calle Avda. Grandoli 3995 del Barrio General San Martín, de Rosario. Y, atento a los estudios realizados y las razones que dará su miembro informante, esta Comisión ha resuelto introducir modificaciones al texto propuesto, por lo que os aconseja le prestéis vuestra aprobación al siguiente:

 EÍ "Cmóvil para destacamento policial en rosario" 
“La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, procure dotar de un vehículo al destacamento policial N° 24 del barrio Gral. San Martín, de la ciudad de Rosario”.

Sala de la Comisión, 20 de diciembre de 2000.–


Esquivel – Becker – Dalla Fontana – Meotto – Favario – Barrera – D’Ambrosio – Reutemann – Strada

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8141 – P.J.), presentado por el diputado Bermúdez, por el que se solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo correspondiente, suministre un móvil al destacamento policial 24, sito en calle Avda. Grandoli 3995 del Barrio General San Martín, de Rosario; y atento al dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, esta Comisión ha resuelto adherirse al mismo.

Sala de la Comisión, 8 de marzo de 2001.–


Paganini – Alvarez,J. – Basaldella – Bullrich – Pochettino – Cecchi

PROYECTO DE COMUNICACIÓN original


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo tramite ante el Ministerio de Gobierno, el suministro de un móvil para cumplir funciones en el destacamento policial Nº 24, sito en calle Avda. Grandoli 3995 del Barrio Gral. San Martín de Rosario.

fundamentos del AUTOR DEL proyecTo

Señor Presidente:


El presente proyecto que pongo a consideración de mis pares, surge como pedido expreso de la Asociación de Vecinos y Centro Asistencial “Barrio General San Martín” sito en Pje. Spiro 295 bis (Altura Grandoli 3800), en la Seccional 16ª; T.P.A. 489 (Tel: 0341–4642804).


Dicho destacamento policial que fue inaugurado recientemente, no cuenta con móvil alguno y todo procedimiento que se debe realizar, se hace de a pie por parte de los agentes, poniéndolos a merced de los agresores y delincuentes en general.


Además, muchas veces, las condiciones climáticas, espaciales y físicas entre otras, obstaculizan el normal funcionamiento y desplazamiento de los agentes del orden.


Debe tenerse en cuenta también, que el espacio físico que debe cubrir con su servicio el destacamento policial Nº 24 C, es de considerable extensión, por lo que se hace muy difícil llegar al lugar del hecho en un tiempo prudente, si no se cuenta con un vehículo que permita un rápido desplazamiento al lugar requerido. 

Es por todo lo anteriormente expresado, que solicito a mis pares, tengan a bien aprobar el presente proyecto de comunicación.

Carlos A. Bermúdez

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

7.13 UNIDAD móvil para la comisaría de Villa Ana

SR. PRESIDENTE (Hammerly).–Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 13.

–
Se lee:

Señores diputados :

Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 8207 – U.C.R.), autoría del diputado Pezz, por el cual se solicita provea a través de la Subsecretaría de Seguridad Pública, de una unidad móvil diesel, a la Comisaría de Villa Ana, departamento General Obligado. Y atento a los estudios realizados y las razones que dará su miembro informante, esta Comisión ha resuelto introducir modificaciones al texto propuesto, por lo que os aconseja le prestéis vuestra aprobación al siguiente:

 EÍ "Cunidad móvil para la comisaría de villa ana" 
“La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, procure dotar a la Comisaría de Villa Ana en el departamento General Obligado de un móvil, preferentemente con motorización diesel”.

Sala de la Comisión, 01 de marzo de 2001.–

Esquivel– Becker– Dalla Fontana– Meotto– Favario– Barrera– D’Ambrosio– Reutemann– Strada– Migno–

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8207 – U.C.R.), presentado por el diputado Pezz, por el que se solicita al Poder Ejecutivo, a través de la Subsecretaría de Seguridad Pública provea a la Comisaría de la localidad de Villa Ana, departamento General Obligado, de una unidad móvil diesel; y atento al dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, esta Comisión ha resuelto adherirse al mismo.
Sala de la Comisión, 8 de marzo de 2001.


Paganini – Alvarez,J. – Basaldella – Bullrich – Pochettino – Cecchi

proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el P.E. a través de la Subsecretaría de Seguridad Pública provea a la Comisaría de la localidad de Villa Ana, departamento General Obligado, de una unidad móvil diesel.

fundamentos del AUTOR DEL proyecto

Señor Presidente

La localidad de Villa Ana es una población importante dentro del Departamento General Obligado, de una amplia extensión geográfica, en la misma sus habitantes sufren el flagelo del hurto de ganado mayor, por lo que resulta de suma importancia proveer a la fuerza de seguridad local de una unidad móvil diesel, para permitir el recorrido continuo y diario especialmente en los caminos rurales, dado que la movilidad con que actualmente se cuenta es un vehículo naftero, que su movimiento infringe un costo considerable y que además no se encuentra acondicionado para realizar diariamente el recorrido, lo que impide, traba y dificulta la labor policial.

Por estas breves consideraciones, es que solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

Federico Pezz

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

7.14 SUBSIDIO escuela de los padres de Venado Tuerto

SR. PRESIDENTE (Hammerly).–Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 14.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 7688 – B.R.A.), presentado por el diputado D’Ambrosio, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, evalúe la posibilidad de dar curso favorable a lo peticionado por la “Escuela de los Padres”, de Venado Tuerto, departamento General López, mediante los exptes. 00401–0058143–4 y 00401–0058144–5; y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "Csubsidio escuela de los padres de venado tuerto" 
“La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación, evalúe la posibilidad de dar curso favorable a lo peticionado a través de los Expedientes 00401–0058143–4 (Escuela Particular Nº 1398 – incorporación de los niveles inicial y primario) y 00401–0058144–5 (Escuela Nº 3082 – incorporación del nivel medio) por la Escuela de los Padres de la ciudad de Venado Tuerto, departamento General López, otorgando con la mayor brevedad, los subsidios que las evaluaciones de dicho Ministerio han aconsejado.”

Sala de la Comisión, 6 de setiembre de 2000.–

Strada–Baudín–Favario–Cavigiuri–Schachner–Venesia–D’Ambrosio–

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 7688 – B.R.A.), presentado por el diputado D’Ambrosio, por el que se solicita al Poder Ejecutivo, por medio del Ministerio de Educación, considere la posibilidad de dar curso favorable a lo peticionado a través de los Expedientes N°00401–0058143–4 (Escuela Particular N°1398 – incorporación de los niveles inicial y primario) y 00401–0058144–5 – Escuela N°3082 – incorporación del nivel medio) por la Escuela de los Padres de la ciudad de Venado Tuerto (departamento General López), otorgando, con la mayor brevedad, los subsidios que las evaluaciones de dicho Ministerio han aconsejado y atento al dictamen de la Comisión de Educación, esta Comisión ha resuelto adherirse al mismo.

Sala de la Comisión, 8 de marzo de 2001.


Paganini – Alvarez,J. – Basaldella – Bullrich – Pochettino – Cecchi

FUNDAMENTOS DEL AUTOR DEL PROYECTO

Señor Presidente:

La “Escuela de los Padres”, de la ciudad de Venado Tuerto, ha desarrollado sus actividades hasta el presente sin contar para ello con asistencia económica del Estado.

A pesar de ello, ha logrado mantener el funcionamiento de los niveles inicial, primario y medio, en los que se brinda una educación personalizada que favorece el desarrollo integral de los alumnos.

Se brinda enseñanza intensiva del idioma inglés (sistema bilingüe) y se ha incorporado el portugués a partir del tercer año del nivel medio, habiéndose instrumentado además talleres optativos.

A julio pasado, según se nos informa, se encontraban matriculados 333 alumnos, y prestaban servicios en el establecimiento 25 docentes, 5 no docentes y 1 directivo, lo que pone de manifiesto la importancia que reviste para la ciudad esta escuela.

Por medio del Expte. N°00401–0058143–4, iniciado el 26 de abril de 1994, se formalizaron gestiones ante el Ministerio de Educación de la Provincia que, luego de cumplidas las evaluaciones de práctica, motivaron que el Supervisor General de Enseñanza Privada, Sr. Eduardo Lazzarini, aconsejara (con fecha 27/04/97):

“Con lo informado a fs.11 y 12 de los presentes actuados, por la Supervisora de Circuito Prof. Liliana de Bassi, elévese a la sra. Directora Provincial aconsejando:”

“1.– Otorgar el beneficio previsto en el Art.16 de la Ley 6427 con un 80%.

2.– De concederse lo anterior, sólo en los grados cuya matrícula sea la mínima reglamentaria, tal como lo exige el Artículo 4to. Del Decreto Reglamentario 2880/69.

3.– Postergar la asignación del beneficio acordado en los cargos de maestros de especialidades.”

La consideración por parte del Ministerio de Educación del Expte. N°00401–0058144–5, correspondiente a la Escuela N°3082, arribó a conclusiones similares, y es así que la Sra. Supervisora del Nivel Medio de la Zona Sur, Juana Inés Otazúa aconseja:

“1.– Incorporar a la Escuela de Enseñanza Media Particular Aut. N°3082 – “Escuela de los Padres”, de Venado Tuerto, a partir de la fecha 10/03/97 de acuerdo a las posibilidades presupuestarias.
2.– Comunicar al Representante Legal la resolución final del S.P.E.P.”

Este consejo fue tomado, y el 16 de noviembre de 1997, a fs.12 de las mismas actuaciones, se considera procedente incorporar al establecimiento al beneficio con el 80% de aportes, si la disponibilidad así lo permite.

De lo transcripto se concluye que los establecimientos cumplen con las condiciones exigidas por la Ley para recibir apoyo económico de parte de la Provincia, y que la falta de atención de estas necesidades responde a razones de orden presupuestario.

Considerando que las evaluaciones realizadas en 1997 proponían un curso positivo a la petición, y en virtud del tiempo transcurrido, consideramos que debieron superarse las limitaciones presupuestarias y formalizado los subsidios, pues de ellos depende en buena medida la continuidad de las actividades del establecimiento.

Es por ello que solicitamos a los señores diputados la aprobación del presente proyecto de comunicación.

A los fines de mayor ilustración, adjuntamos a la presente copia parcial de los expedientes a que nos referimos.

Ángel M. D’Ambrosio.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

7.15 MATERIAL didáctico para el Centro de Educación Física Nº 36

SR. PRESIDENTE (Hammerly).–Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 15.

–
Se lee:

Señores diputados :

Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8119 – U.C.R.), presentado por la diputada Villalba, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo asigne material didáctico al Centro de Educación Física 36, de Rosario; y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "Cmaterial didáctico para el centro de educación física Nº 36" 
“La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación, evalúe la posibilidad de proveer al Centro de Educación Física Nº 36, dependiente de la Dirección General de Educación Física, el material didáctico necesario para su funcionamiento”.

Sala de la Comisión, 20 de diciembre de 2000.–

Strada–Molinas–Foresi–Schachner–Venesia–D’Ambrosio–

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8119 – U.C.R.), presentado por la diputada Villalba, por el que se solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo correspondiente, asigne material didáctico al Centro de Educación Física 36, de Rosario; y atento al dictamen de la Comisión de Educación, esta Comisión ha resuelto adherirse al mismo.

Sala de la Comisión, 8 de marzo de 2001.


Paganini – Alvarez,J. – Basaldella –Bullrich – Pochettino – Cecchi

PROYECTO DE COMUNICACIÓN original

La Cámara de Diputados de la Provincia, vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Educación, entregue al Centro de Educación Física N° 36, sito en Av. Abanderado Grandoli N° 3620 de la ciudad de Rosario, dependiente de la Dirección General de Educación Física, el siguiente Material Didáctico:

1) Pelotas de fútbol, básquet, voley y handbol.

2) Elementos de softbol.

3) Colchonetas.

4) Cajón de Salto.

5) Carpas.

6) Sogas elásticas y comunes.

7) Pintura para el marcado de las canchas.

8) Mobiliario: 2 escritorios, 1 archivo, sillas y computadora.

fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:

El Centro de Educación Física N° 36, sito en Av. Abanderado Grandoli 3620 de la ciudad de Rosario recibe aproximadamente 2.100 alumnos carenciados provenientes de diversas escuelas provinciales de la zona sur de la ciudad de Rosario.

El radio de este centro está comprendido entre las calles 27 de Febrero, Ayacucho, Uriburu y Río Paraná (Abarcando las Villas La Tablada, Manuelita y El Tanque).

Esta área por la problemática social imperante está calificada como marginal y de alto riesgo. 

 Debido a que esta institución cuenta con escasa cantidad de material didáctico para cumplir con sus funciones educativas es imperioso proveer los elementos necesarios para su normal funcionamiento.

Los alumnos que se atienden en este centro pertenecen a las siguientes escuelas:

1) Escuela N° 81 “Juan José Paso”, de Gaboto 22 Bis.

2) Escuela N° 114 “Justo Dehesa”, de Bv. Seguí 100 Bis.

3) Escuela N° 6430 “Isabel La Católica” de Av. Abanderado Grandoli 3402.

4) Jardín N° 55 de Bv. Seguí 107 Bis.

5) Escuela Especial N° 2049 “Antonio Berni” de 24 de Setiembre 124 Bis.

Se solicita que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Educación, provea para el Centro de Educación Física N° 36 sito en Av. Abanderado Grandoli N° 3620 de la ciudad de Rosario, dependiente de la Dirección General de Educación Física, el siguiente Material Didáctico:

1) Pelotas de fútbol, básquet, voley y handbol.

2) Elementos de softbol.

3) Colchonetas.

4) Cajón de Salto.

5) Carpas.

6) Sogas elásticas y comunes.

7) Pintura para el marcado de las canchas.

8) Mobiliario: 2 escritorios, 1 archivo, sillas y computadora.

Por los argumentos expuestos, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Josefa Villalba

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

7.16 ESPACIO edilicio propio para el Jardín de Infantes nº 124

SR. PRESIDENTE (Hammerly).–Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 16.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8147 – P.J.) presentado por la diputada Schachner, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo proceda a dotar de un espacio edilicio acorde a la matrícula existente, al Jardín de Infantes 124 “Mauricio Franck” de Franck, departamento Las Colonias; y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "Cespacio edilicio propio para el jardín de infantes nº 124" 
“La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo correspondiente, evalúe la posibilidad de proveer al Jardín de Infantes Nº 124 “Mauricio Franck” de la localidad de Franck, Departamento Las Colonias, de un espacio edilicio propio”.

Sala de la Comisión, 20 de diciembre de 2000.


Strada – Molinas – Foresi – Schachner – Venesia – D’Ambrosio

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de Comunicación (Expte. Nº 8147 – P.J.), presentado por la diputada Schachner, por el que se solicita al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Educación y el Ministerio de Hacienda y Finanzas a cargo de la cartera de Obras, Servicios Públicos y Vivienda, proceda a efectuar el relevamiento necesario para dotar al Jardín de Infantes N° 124 “Mauricio Franck” de la localidad de Franck, departamento Las Colonias de un espacio edilicio acorde a la matrícula existente; y atento al dictamen de la Comisión de Educación, esta Comisión ha resuelto adherirse al mismo.
Sala de la Comisión, 8 de marzo de 2001.


Paganini – Alvarez,J. – Basaldella – Bullrich – Pochettino – Cecchi

PROYECTO DE COMUNICACIÓN original

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Educación y el Ministerio de Hacienda y Finanzas a cargo de la cartera de Obras, Servicios Públicos y Vivienda, proceda a efectuar el relevamiento necesario para dotar al Jardín de Infantes N° 124 “Mauricio Franck” de la Localidad de Franck, departamento Las Colonias de un espacio edilicio acorde a la matrícula existente.

fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:

El presente proyecto pretende que el Poder Ejecutivo analice la viabilidad del traslado del Jardín de Infantes N° 124 “Mauricio Franck” relevando la situación edilicia existente en el citado jardín ubicado en la Localidad de Franck, Departamento Las Colonias para satisfacer las necesidades que tal establecimiento plantea.

En el mismo funcionan en la actualidad siete secciones de cuatro y cinco años, tres en el turno mañana y cuatro por la tarde.

El establecimiento está pegado a la Escuela Primaria N° 321 que también padece el mismo inconveniente, pues ambas se encuentran imposibilitadas de crecer en materia edilicia dado la escasez de lugar. Por cierto el traslado del Jardín de Infantes a otro ámbito de la localidad generará la posibilidad de que la Escuela N° 321 se expanda al sector que hoy ocupa el nivel inicial.

A la fecha el Jardín logró la donación de un terreno que posibilitaría materialmente el traslado una vez efectuada la construcción de las instalaciones necesarias para el desarrollo del nivel inicial.

Es destacable hacer hincapié en que a la fecha una localidad pujante como Franck aún no cuente con sala de tres años, lo cual será imposible si no se resuelve con anterioridad darle la infraestructura adecuada a la institución.

Es importante manifestar que desde el año 1990 la matrícula de alumnos ha ido creciendo año a año y esto repercutió en el espacio para el desarrollo de las actividades con niños de esta edad, dándose que en la actualidad, tal como he podido observar personalmente no cuenta con un espacio mínimo para la recreación de los alumnos, tan importante por cierto en estos tiempos donde la computadora y el televisor mimetizan a los chicos con realidades lejanas dejando de lado los vínculos como el compañerismo y la amistad en el desarrollo de juegos grupales.

Por lo expuesto es que solicito a mis pares el tratamiento del presente proyecto.

Élida Beatriz Schachner

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

7.17 DISOLUCIÓN del Inase

SR. PRESIDENTE (Hammerly).–Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 17 con las modificaciones introducidas que consisten en la supresión del último párrafo.

–
Se lee:

 EÍ "Cdisolución del inase" 
PROYECTO DE COMUNICACIÓN

“La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo reclame ante los organismos nacionales pertinentes, la revisión de la medida tomada sobre la disolución del INASE (Instituto Nacional de Semillas), por ser este organismo el único descentralizado y especializado de nivel internacional encargado del control y fiscalización de la calidad de semillas”

PROYECTO DE COMUNICACIóN original

La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo reclame ante los organismos nacionales pertinentes, la revisión de la medida tomada sobre la disolución del INASE (Instituto Nacional de Semillas), por ser este organismo el único descentralizado y especializado de nivel internacional encargado del control y fiscalización de la calidad de semillas. Sólo se enuncian débiles razones presupuestarias para su disolución frente a los innumerables beneficios que ha desarrollado y desarrolla en su condición de organismo técnico descentralizado. 

fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:

El INASE (Instituto Nacional de Semillas) es un organismo especializado en el control y fiscalización de semillas en el país y además es el encargado del registro y aprobación para el uso masivo de todas las innovaciones genéticas que las empresas privadas (o el INTA, por caso) desean incorporar al gran mercado de las semillas.

Esta decisión de crear un organismo de esas características estuvo fundamentada en lograr un criterio uniforme para la aplicación de la conocida “ Ley de Semillas”, alrededor de 1991 y posteriormente sus avances tecnológicos se expandieron hacia el interior cubriendo una importante tarea de garantizar la calidad de las semillas que los productores compraban para sus alternativas productivas.

En definitiva este INASE era el único organismo que garantizaba en el país determinada calidad, evitando de alguna manera la aparición de personas o empresas inescrupulosas que ofrecen semillas sin ningún tipo de garantías. Una de las causas por la cual cumplía con estos cometidos es su condición de descentralizado de la SAGyP.

Asimismo en tal condición de descentralizado le permitía realizar en forma rápida una serie de convenios de colaboración con Facultades de Agronomía ubicadas en el interior y con prestigiosos laboratorios privados, constituyéndose así en una interesante fuente laboral para regiones caracterizadas por altos niveles de desocupación. 

Curiosamente hoy se argumentan sólo razones presupuestarias para la eliminación de este organismo directamente asociado con el desarrollo tecnológico, como si esta inversión no tendría un retorno asegurado a través del mejoramiento de la cantidad y calidad de nuestros productos agropecuarios.

Señor Presidente, considerando que esto es un error con seguras consecuencias negativas hacia una innovación tecnológica que el país necesita permanentemente, es que solicito el tratamiento y aprobación del presente proyecto.

Antonio Jorge Grbavac

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto como se dio lectura por Secretaría.

–
Resulta aprobado.

7.18 CONTROLES de residuos que se liberan a la atmósfera

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 18.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8051 – D.B.), de los diputados Ibaldi y Grbavac, solicitando informe si se realizan controles de los residuos que se liberan a la atmósfera como consecuencia de la operación de las plantas de silos., y, no encontrando objeciones que formular al mismo, aconsejamos prestéis vuestra aprobación.–

 EÍ "Ccontroles de residuos que se liberan a la atmósfera" 
“La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo Provincial por medio de sus organismos competentes, informe si se realizan los controles pertinentes de los residuos que se liberan a la atmósfera como consecuencia de la operación de las plantas de silos, así como también si se realizan evaluaciones de los elementos contaminantes que son liberados al medio ambiente, producto de los tratamientos fitosanitarios que se realizan durante el manipuleo de granos en el procesado en las plantas de silos”.

Sala de la Comisión, 8 de marzo de 2001.–

Sellarés–Villalba–Broda–Reutemann–Mazziotta–

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Desde hace mucho tiempo se han venido integrando, por razones económicas, distintos tratamientos en un mismo proceso, por lo que es susceptible de realizar durante el procesamiento de los granos para su almacenamiento y/o transporte, el tratamiento con fungicidas y/o insecticidas que prevengan daños posteriores además de las tareas de limpieza y acondicionamiento.


Esta actividad evidentemente colabora en la economía de los procesos, pero muchas veces atenta con la contaminación del ambiente ya que además del consabido polvillo que se despide a la atmósfera, se agregan derivados de estos fitosanitarios, que perjudican la salud de la población circundante.


Es por esta razón que debería ejercerse un control estricto de los residuos que como producto del procesamiento de los granos en las plantas de silos son liberados al ambiente, motivando en consecuencia este proyecto de comunicación.

Ibaldi – Grbavac

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

 EÍ "Ccontroles de residuos que se liberan a la atmósfera (MODIFICACIÓN PROPUESTA POR EL señor diputado SELLARES)" 
SR. SELLARES.– Pido la palabra.

Con respecto a este asunto –expediente 8051, de los diputados Grbavac e Ibaldi solicito modificaciones en la sintaxis, nada más. Se mantiene el espíritu del proyecto de comunicación que está referido a la “inspección” de plantas de silos respecto a los “elementos” fitosanitarios que se “emplean” en el manipuleo de “tales sustancias”.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto con la modificación introducida por el señor diputado Sellarés.

· Resulta aprobado.

7.19 CONTROL de la alcoholemia

SR. PRESIDENTE (Hammerly).–Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 19.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8183 – F.P.S.), de los diputados Cecchi, Di Pollina y Baudín, solicitando declare de interés provincial el control de alcoholemia y la actividad que desarrolla la cruzada solidaria por la vida, de Firmat, promoviendo educación vial en los jóvenes de la zona y colaborando con el control de alcoholemia., y, no encontrando objeciones que formular al mismo, aconsejamos prestéis vuestra aprobación.

 EÍ "Ccontrol de la alcoholemia" 
“La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, proceda a declarar de “Interés Provincial” a:

1º – El control de alcoholemia en todo el ámbito del territorio provincial.–

2º – La actividad que desarrolla la Cruzada Solidaria por la Vida, de la ciudad de Firmat, promoviendo educación vial en los jóvenes de la zona y colaborando con el control de alcoholemia”.
Sala de la Comisión, 8 de marzo de 2001.–

Sellarés–Villalba–Broda–Reutemann–Mazziotta–

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:

Conocido es el alarmante índice de accidentes de tránsito que se producen tanto en la Provincia como en país, con su inexorable secuela de muertes.

Distintas son las causas que los producen, pero es indudable que los fines de semana, con el traslado en automotor de personas que concurren a fiestas o lugares bailables, con la consecuente ingesta de bebidas alcohólicas, hacen un tan importante como negativo aporte al incremento de aquéllas estadísticas.

Ante ello, en las distintas comunidades se observan reacciones valorables: en el sur, grupos de padres en prevención de estos accidentes se conformaron, entre otros, en Cañada de Gómez y Chabás.

En Firmat, el 4 de agosto de 1999 nace la “Cruzada Solidaria por la Vida”, cuando un grupo de padres se reúnen en un domicilio particular para ver qué se podía hacer para disminuir los accidentes de tránsito, ya que en cuarenta días había habido cinco accidentes graves con tres jóvenes muertos y uno con serias secuelas.

Deciden los padres invitar a toda la sociedad para una reunión que se realiza en la Sala Cultural de la Municipalidad de Firmat, presidida por un grupo de padres de la ciudad de Rosario, integrantes de la Cruzada para Evitar Accidentes de Tránsito. En esa charla asistieron 250 personas –lo que demuestra el interés de la población por la cuestión–, entregándose una encuesta con preguntas y respuestas sobre cuáles creían que eran las causantes de los accidentes de tránsito. La mayoría marcó que son: a) el exceso de velocidad; b) la imprudencia; c) la falta de conocimiento de las leyes de tránsito; d) la falta de señalización; e) el alcoholismo; f) y la drogadicción.

Comenzaron así a reunirse los días miércoles en las instalaciones del Cuerpo de Bomberos Voluntarios, pasado luego a ser una subcomisión de dicho Cuerpo, donde tuvieron un lugar físico y legal.

En las primeras reuniones se crearon varias comisiones de trabajo, y se trató la problemática de la ruta, ciudad, educación, patrulla vial y prensa y difusión.

Luego los padres nucleados trataron de aprender y para ello concurrieron al Congreso que sobre la temática se realizó en la ciudad de Cañada de Gómez.

En la Municipalidad de Venado Tuerto recabaron información de muchos lugares que sabían se habían iniciado en algo similar, invitando a especialistas en el tema que vinieron a la ciudad de Firmat a dar charlas sobre la problemática de los accidentes de tránsito.

Estudiando el problema llegaron a la conclusión que lo fundamental es la educación, e implementaron un proyecto con apoyo del Ministerio de Educación de la Provincia, que consistió en la entrega durante seis meses de dieciocho mil folletos en todas las escuelas primarias, tratando temas como la bicicleta, la moto y las señales de tránsito; los últimos folletos se realizaron con la colaboración de los mismos alumnos interesados en estos problemas.

Recientemente, un grupo de psicólogos de la Red Psicoterapéutica de Rosario realizó un trabajo con trescientos alumnos del 3º año secundario sobre prevención de accidentes a través de la concientización del no consumo de alcohol.

La “Cruzada Solidaria por la Vida” ha tenido una activa participación como peticionante ante las autoridades sobre cuestiones de señalización, iluminación y reductores de velocidad, y también en la redacción del proyecto de ordenanza Municipal que sobre control de alcohol en las rutas se sancionó recientemente, estando ya en vigencia y comenzando su aplicación hace pocas semanas.

La Institución, como se dijo, está constituida por un grupo de padres independientes, sin fines de lucro ni político; asumen su tarea como de peticionar ante las autoridades, aportando ideas y tratando de colaborar con ellas en las propuestas y acciones que, entienden, son fundamentales para superar el flagelo de los accidentes de tránsitos, en particular, en las noches de los viernes y los sábados.

Saben que es un trabajo arduo y a largo plazo, pero los moviliza tanto el convencimiento de que pueden cooperar en tan importante tarea, como el amor a sus hijos.

Y el trabajo ya está dando sus frutos, ya que además de haber recorrido muchas escuelas de Firmat y la zona dando charlas sobre el tema, acaban de concurrir a la ciudad de Salta, invitados por la Sociedad Argentina de Pediatría, donde participaron del Congreso Argentino de Pediatría disertando sobre la actividad de la Institución y sobre educación vial y cómo abordarla para que el mensaje se haga carne en nuestros jóvenes.

Ante su expreso pedido –cuya copia se adjunta– de lograr una declaratoria de “Interés Provincial” de tan valorable actividad, entendimos justo promoverlo y así lo implementamos a través del presente que, descontamos, tendrá el acompañamiento de nuestros pares.

Cecchi – Di Pollina – Baudín

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

7.20 AMBULANCIA para el Samco de Esperanza

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el asunto Nº 20 .

Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8105 – P.J.), de la diputada Schachner, solicitando proceda a entregar una ambulancia con equipamiento de terapia intensiva al SAMCo, Esperanza de la ciudad de Esperanza, departamento Las Colonias., y, no encontrando objeciones que formular al mismo, aconsejamos prestéis vuestra aprobación.–

“La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud y Acción Social, proceda a entregar una ambulancia con equipamiento de terapia intensiva al SAMCo. Esperanza, de la ciudad de Esperanza, departamento Las Colonias”.–

Sala de la Comisión, 21 de diciembre de 2000.


Sellarés – Villalba – Broda – Reutemann – Mazziotta – Demaría

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8105 – P.J.), presentado por la diputada Schachner, por el que se solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo correspondiente, proceda a entregar una ambulancia con equipamiento de terapia intensiva al SAMCo, Esperanza de la ciudad de Esperanza, departamento Las Colonias; y por las razones invocadas os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "Cambulancia para el samco de esperanza" 
“La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del organismo correspondiente, contemple la posibilidad de entregar una ambulancia con equipamiento de terapia intensiva al SAMCo, Esperanza, de la ciudad de Esperanza, departamento Las Colonias”.
Sala de la Comisión, 8 de marzo de 2001.


Paganini – Alvarez,J. – Basaldella – Bullrich – Pochettino – Cecchi

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda.

–
Resulta aprobado.

7.21 VOLÚMENES de cuota Hilton

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el asunto Nº 21.

Por Secretaría se dará lectura al texto con las modificaciones introducidas para el proyecto de comunicación que quedará redactado de la siguiente manera:

· Se lee:

 EÍ "Cvolúmenes de cuota hilton" 
PROYECTO DE COMUNICACIÓN

 “La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de los organismos pertinentes interceda ante las autoridades de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación de la Nación, con el fin de lograr el mantenimiento de los volúmenes de “Cuota Hilton” establecida para Santa Fe, con la redistribución de los volúmenes no cubiertos por algunas empresas frigoríficas en los restantes establecimientos autorizados de la Provincia”.

PROYECTO DE COMUNICACIÓN original

La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través de sus organismos pertinentes, interceda ante las autoridades de la Secretaria de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación de la Nación, con el fin de solicitar el mantenimiento de los volúmenes de la cuota Hilton establecida para Santa Fe, con la redistribución de los volúmenes no cubiertos por algunas empresas frigoríficas en los restantes establecimientos autorizados para tal operación ubicados en esta provincia.

fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


Una de las principales características de la Argentina exportadora es la colocación de carnes bovinas en los principales mercados internacionales. Sin embargo una serie de países no estuvieron dispuestos a importar nuestras carnes por razones sanitarias, como es el caso de la aftosa. Estos mismos países decidieron años atrás permitir la importación desde Argentina de cuotas de carnes sin hueso de los principales cortes vacunos. Esto fue realizado por países como Estados Unidos de Norteamérica y la Comunidad Económica Europea, que paulatinamente fueron aumentando los cupos permitidos de importación, este sistema es conocido como “ cuota Hilton”.


Los valores económicos de estos cortes superan en alrededor de 5 veces los que se logran con otros, por lo tanto no se trataba solo de exportación de volúmenes sino del alto valor agregado por unidad, por lo que ha generado un interés poco común entre las empresas exportadoras.

Cabe agregar que desde el punto de vista empresarial se debieron realizar modificaciones en las estructuras frigoríficas para cumplir con las condiciones higiénico–sanitarias exigidas desde los países importadores.

La distribución de las cuotas por establecimiento faenador fueron realizadas por la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación de la Nación y en la actualidad por inconvenientes económicos y financieros algunos frigoríficos de nuestra provincia no estarían en condiciones de cumplir con las cuotas que le fueron asignadas. Sabiendo que los restantes establecimientos santafesinos, que cumplieron con la cuota asignada, poseen capacidad instalada y operativa como para cubrir los volúmenes comprometidos por los frigoríficos en grave situación, es que solicito a mis pares el tratamiento y aprobación del presente proyecto.

Antonio Jorge Grbavac

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

7.22 INGRESO al país de ganado en forma ilegal

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el asunto Nº 22.

Por Secretaría se dará lectura al texto con las modificaciones propuestas:

· Se lee:

 EÍ "cingreso al país de ganado en forma ilegal" 
PROYECTO DE COMUNICACIÓN

 “La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo solicite a los organismos nacionales que correspondan la información actualizada de la investigación originada por el ingreso al país en forma ilegal de ganado infectado con aftosa”.

PROYECTO DE COMUNICACIÓN ORIGINAL

La H. Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, interceda ante los organismos nacionales que correspondan con el fin de solicitar informe, cuál fue su intervención en el esclarecimiento total y juzgamiento de los responsables del ingreso al país en forma ilegal de animales portadores del virus de la aftosa en el corriente año.

FUNDAMENTOS DEL AUTOR DEL PROYECTO

Señor Presidente:

Por todos es conocido el esfuerzo mancomunado entre organismos oficiales e instituciones representativas de los productores para lograr en sucesivas etapas un país libre de aftosa sin vacunaciones.


Sin embargo en el transcurso del corriente año se han detectado, por parte del SENASA, grupos de animales ingresados de contrabando que eran portadores del virus de la aftosa localizados en distintas provincias del litoral.


Esta nueva situación, difundida a nivel internacional, ha generado una reacción lógica por parte de aquellos países que durante años no compraron carne argentina por no ser país libre de esta enfermedad. Como agravante a esta actitud asumida, otros países que generalmente no eran demandantes de carnes argentinas también declararon su alerta generando una mayor confusión y descrédito sobre nuestro país.


Como consecuencia de todo esto Argentina experimentó una grave disminución de sus exportaciones de carne y eso produjo serios perjuicios económicos en el ingreso de divisas y también desactivó etapas de la cadena agroalimentaria de la carne vacuna, que caracteriza a muchas industrias frigoríficas ubicadas en lo centro de producción ganadera del país. En el caso de Santa Fe existen alrededor de 19 frigoríficos en condiciones higiénico–sanitarias para realizar faenas y su manufactura, aprobadas por los países más exigentes del mundo.

A pesar del estado público que estas condiciones crearon y las pérdidas económicas mencionadas, el SENASA no ha confirmado, menos aún en forma pública, los nombres de las personas o empresas responsables del ingreso ilegal de los vacunos oriundos del Paraguay que generaron estos graves sucesos al país y a las provincias por excelencia productoras de carne como el caso de Santa Fe.

Tampoco se conoce si esta institución o quien correspondiere a nivel nacional ha iniciado acciones legales a los responsables de estas graves irregularidades, haciéndolos responsables únicos y directos de las pérdidas de todo tipo que se generaron por el ingreso de animales de contrabando de países vecinos.

Señor Presidente, nuestra provincia a través del Poder Ejecutivo, junto al Estado Nacional y los productores han hecho un gran esfuerzo económico y de organización para lograr erradicar la aftosa y esto se valoriza aún mas si se considera que anualmente produce alrededor de 500.000tn, cifra que supera los volúmenes que el país exporta. 

Entiendo que corresponde exigir a los organismos nacionales cual fue el nivel de su intervención, además la identificación y juzgamiento de los responsables de este delito y que la misma se convierta en una sanción ejemplificadora para todos aquellos que ejercen actividades económicas sin la responsabilidad que el sector y el país requiere.

Por todo lo expresado es que solicito a mis pares el tratamiento y aprobación del presente proyecto.

Antonio Jorge Grbavac

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

7.23 PUERTO turístico deportivo en Reconquista

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el asunto Nº 23.

Por Secretaría se dará lectura al texto con las modificaciones propuestas.

· Se lee:

 EÍ "cpuerto turístico deportivo en reconquista" 
PROYECTO DE COMUNICACIÓN

“La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo por intermedio de los organismos pertinentes brinde la apoyatura necesaria al Ente Administrador Puerto Reconquista, para el desarrollo del Puerto de esa ciudad a fin de realizar la concreción del denominado Puerto Turístico Deportivo”.
PROYECTO DE COMUNICACIÓN original

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través de los organismos pertinentes y dentro de las posibilidades a su alcance, brinde la apoyatura necesaria al Ente Administrador Puerto Reconquista (E.A.P.Re.), para el desarrollo del puerto de esa ciudad, a fin de realizar la concreción del denominado Puerto Turístico Deportivo, proyecto destinado a lograr su inserción definitiva como factor de desarrollo del norte santafesino.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor presidente:

Elevo a consideración de este cuerpo el presente proyecto de comunicación referido específicamente al denominado Complejo Turístico–Deportivo del puerto de la ciudad de Reconquista, contemplado según el Plan de Ordenamiento Urbano para la ciudad, donde se han tomado las previsiones de crecimiento de dicho puerto, sus usos y las obras de infraestructura necesarias para el desarrollo de actividades integrales de tipo urbano, comercial y recreativo.

Reconquista no cuenta con un área de costa como para ser usada como playa–balneario ya que la cota a nivel, registrada anualmente sobre el área de puerto, no permite atraer inversiones en lo que a infraestructura se refiere. Es por ello que se ha elaborado un proyecto ambicioso que se lo denomina Puerto Turístico Deportivo, ubicado al sur del puerto comercial existente actualmente, consistiendo una primera etapa en realizar un refulado de arena ejecutado con draga a un nivel superior a 50 cm. sobre el nivel del puerto comercial, lo que daría solución definitiva al tener en dicha ciudad un frente de costa perdurable en el tiempo que sirva como aliciente para futuras inversiones.

Los objetivos de la mencionada iniciativa son construir un área de ciudad con frente de costa, destinado a la recreación de manera perdurable a las crecientes y poder de esa forma plantear un sistema de recupero a través de la explotación y/o concesión del futuro complejo. Es por ello que se plantea en una primera parte de inversión, una serie de concesiones parciales materializadas en obras de infraestructura, como ser sector de camping y complejo deportivo, bar–comedor, solarium, guardería náutica y amarradero, todo ello como complemento de las obras primarias de infraestructura básica necesarias.

Técnicamente, el objetivo del refulado es alcanzar la mencionada cota de 50 cm. superior a la cota histórica, siendo menester y fundamental el trabajo de maquinaria vial y anexos lo que depararía una inversión a futuro de aproximadamente $ 1.500.000, siendo en consecuencia menester que se acuda desde el Estado brindando la apoyatura que esta loable iniciativa requiere.

A través de estas inversiones existe la posibilidad concreta de que el Puerto de Reconquista se transforme en un núcleo urbano, comercial y turístico–deportivo de fundamental importancia en la región, con capacidad para atraer significativas inversiones al servicio de las economías regionales del norte Argentino, pudiendo extender su influencia a países limítrofes con la importancia que ello significa.

Por los motivos antedichos, solicito a mis pares aprueben el presente proyecto de comunicación, anexando al mismo antecedentes ilustrativos para enriquecer su tratamiento correspondiente.

Giorgetti – Sellarés

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

7.24 COMERCIALIZACIÓN de la bebida “Speed Unlimited”

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el asunto Nº 24.

Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8198 – P.J.), de la diputada Meotto, solicitando se gestione ante el PEN, la revisión del permiso que habilita la comercialización de la bebida denominada “Speed Unlimited”, en procura de que su venta no sea libre; y por las razones que dará el miembro informante, aconsejamos prestéis aprobación al siguiente texto:

“La Cámara de Diputados de la Provincia, vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del área que corresponda, gestione ante el Poder Ejecutivo Nacional la revisión del permiso que habilita la comercialización de la bebida denominada “Speed Unlimited”, suplemento dietario de efectos energizantes, en procura de que su venta no sea libre”.–

Sala de la Comisión, 8 de marzo de 2001.


Sellarés – Villalba – Broda – Mazziotta – Reutemann

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8198 – P.J.), autoría de la diputada Meotto, por el cual se solicita se gestione ante el PEN, la revisión del permiso que habilita la comercialización de la bebida denominada “Speed Unlimited”, en procura de que su venta no sea libre. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante, y a que el proyecto cuenta con dictamen precedente de la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, esta Comisión ha resuelto introducirle modificaciones al texto propuesto, por lo que os aconseja le prestéis vuestra aprobación al siguiente.

 EÍ "ccomercialización de la bebida \“speed unlimited\”" 
“La Cámara de Diputados de la Provincia, vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de la Dirección General de Bromatología y Química, analice la bebida denominada “Speed Unlimited”, suplemento dietario de efectos energizantes, e informe en forma amplia sobre su composición, efectos y contraindicaciones, tanto si se ingiere sola o combinada con otras bebidas”.
Sala de la Comisión, 14 de marzo de 2001.

Esquivel – Meotto – Reutemann – D’Ambrosio – Migno – Favario – Barrera – Strada – Dalla Fontana

proyecto de comunicaCIón original

La Cámara de Diputados de la Provincia requiere al Poder Ejecutivo Provincial que por intermedio de las áreas correspondientes gestione ante el Poder Ejecutivo Nacional, la revisión del permiso que habilita la comercialización de la bebida denominada “Speed Unlimited”, suplemento dietario de efectos energizantes, en procura de que su venta no sea libre.

fundamentos de la autora del proyecto 

Señor Presidente:

Una generalizada preocupación se ha provocado en la comunidad al hacerse pública la venta de la bebida “Speed Unlimited” suplemento dietario energizante, autorizado en el país desde el 19 de octubre de 1999, según certificación del Instituto Nacional de Alimentos. La misma, actualmente se comercializa en bares y locales bailables sin restricciones de ningún tipo, en latas o mezclado con bebidas alcohólicas. Esta combinación es altamente estimulante, brindando una hiperactividad por varias horas que puede dejar exhausto a quien la ingiere al no tener síntomas de alerta de cuando debe dejar de tomarse, este exceso es considerado peligroso por los médicos ya que provocaría taquicardia, aumento de la presión arterial, arritmia cardíaca general y pérdida del sueño.

Esta bebida fue creada para un determinado fin, complemento energético, pero su fórmula obligó a ciertas recomendaciones en su envase, como ser: consultar al médico, no consumir en caso de embarazo, lactancia, no ser utilizado por diabéticos y que no se pueden beber más de cuatro latas por día.

La utilización de este producto mezclado con alcohol, en confiterías u otros lugares de recreación, va en desmedro de la salud de las personas, en especial de los adolescentes, frecuentes habitúes de estos lugares, por lo que debería considerarse la revisión, con urgencia, del permiso que habilita su venta libre en nuestro país.

Dados estos fundamentos, es motivo por el cual solicito el tratamiento del presente proyecto de comunicación, por esta Legislatura, para considerar su aprobación.

Liliana Meotto

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

–
Resulta aprobado.

8 INASISTENCIAS

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– La Cámara debe considerar las inasistencias de los señores diputados Foresi, Mainetti, Mazziotta, Molinas, Ritter, Tate y Ugalde, a la sesión del día de la fecha.

SR. ESQUIVEL.– Pido la palabra.

Mociono en el sentido de que estas inasistencias sean consideradas justificadas con goce de dieta.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción formulada por el señor diputado.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– No habiendo más asuntos que tratar, queda levantada la sesión.

–
Eran las 19 y 18.

zunilda IRENE Pérez

directora general del cuerpo de taquígrafos
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